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INTRODUCCIÓN 
 
El Estado a través de la administración pública hace llegar en su mayoría lo que 

se llama servicios públicos (agua, drenaje, luz, transporte, etc.) para el 

desarrollo pleno y eficaz no solo de los individuos sino de la sociedad en 

general. 

 

Frente a este reto, la administración pública del Estado de México en el periodo 

de 1999-2005, visualizó al servicio público de transporte como un punto 

fundamental de desarrollo económico de la entidad y que se llevaron a cabo 

todos los procedimientos administrativos correspondientes para hacerlo posible 

en la realidad tan compleja y variable. 

 

Sin embargo, todo ello originó diversas reacciones de los gobernados siendo 

estas tanto concordantes como discrepantes con las acciones y disposiciones 

de la entonces administración, creando de esa forma una infinidad de 

situaciones nuevas, siendo una de ellas la plasmada en la presente 

investigación, esto no podía ser de otra forma pues el cambio cultural en todos 

los individuos no se da de igual forma y al mismo tiempo en todos ellos 

 

Pero, tales situaciones no podían  ni han sido impedimento para que la actual 

administración pública de la entidad 2005-2011, no solo no continúe con tal 

visión, sino que la materialicé con un alcance futurista. 

 

Cabe mencionar, que al presente trabajo le incumbe concretamente el servicio 

público de transporte de pasajeros en la modalidad de taxis y colectivo. 

 

En virtud de lo anterior, la realización de la presente investigación tiene el 

propósito no solo de analizar una de las nuevas circunstancias surgida en el 

sector transportista en virtud de las acciones tomadas por la administración 

pública del Estado de México relativas al servicio público de transporte de 
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pasajeros, sino también despertar el espíritu de la justicia en todo aquel que lea 

el presente trabajo y, así coadyuvar a la consolidación no sólo del trasporte 

público sino incluso del Derecho mismo para el desarrollo de la entidad. 

 

 Esta obra se divide en tres capítulos denominándose el primero: “Elementos 

conceptuales vinculados al servicio público en el Estado de México”, en el se 

analizan sistemáticamente y de forma muy general conceptos jurídicos como 

son el acto administrativo y sus características, pero, específicamente la relativa 

a su ejecutividad, así mismo, se analiza de manera muy general el acuerdo 

administrativo,  de igual forma la concesión, el silencio administrativo, la 

negativa ficta y la afirmativa ficta, para pasar posteriormente al servicio público 

y servicio público de transporte. 

 

El segundo capítulo, se le denomina:“Legislación aplicable al transporte público 

en el Estado de México”, en el cual se abarca la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en lo relativo a los principios del servicio público en 

lato sensu, también y en relación a todas las disposiciones que se manejan en 

este capítulo  se hace mención de la Ley General de Sociedades Mercantiles en 

lo relativo a las sociedades mercantiles, también hacemos referencia a la Ley 

Federal de Competencia Económica en sus aspectos generales en relación  al 

monopolio o practicas monopólicas,  así mismo,  a la Constitución del Estado de 

México, para posteriormente analizar como regula el Código administrativo de 

dicha entidad el Servicio Público de Transporte, así como el Reglamento de 

Transporte Público y Servicios Conexos de la misma entidad, en lo que atañe a 

la concesión, agrupaciones civiles y sociedades mercantiles relativas al servicio 

público de transporte de pasajeros, por otro lado, de manera descriptiva se 

hace mención de algunas facultades y atribuciones de las diferentes 

autoridades  de transporte en el Estado de México.  

 

El tercer y último capítulo se intitula:  “Programa de reordenamiento integral de 

transporte en el Estado de México”, en el cual se estudian diversas sociedades 
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relacionadas directamente con el reordenamiento de transporte público en el 

Estado de México, así también se hace un análisis del acuerdo que dió inicio el 

reordenamiento del servicio público de transporte de pasajeros y relativos 

posteriores, y consecuentemente se analiza la problemática surgida en el sector 

transportista para posteriormente plantear sus posibles soluciones. 

 

El método utilizado en esta investigación son varios: previamente el deductivo 

con el cual se parte de los conceptos más generales vinculados al transporte 

público de pasajeros; posteriormente, se utiliza el sistemático para analizar e 

interpretar el servicio antes mencionado en relación a las normas que lo 

regulan, así como el alcance de estas en función de aquel;  y en concatenación 

a los anteriores se utilizan los métodos analítico y descriptivo, así como el 

analógico y el sociológico. 

 

Obteniendo soluciones reales, potencial y jurídicamente aplicables a la 

problemática planteada en esta investigación a saber “la falta de cumplimiento o 

ejecutividad del acuerdo publicado el 28 de mayo de 2003 y relativos 

posteriores en razón al Reordenamiento de Transporte Público en el Estado de 

México, en perjuicio de la empresa – Destino del Transporte- formada por un 

grupo minoritario dentro de una Asociación Civil denominada – Dos Neuronas-“. 

 

Siendo las siguientes: que la autoridad de transporte coaccione a aquellos  que 

no permitan la prestación del servicio público de transporte de pasajeros al 

grupo minoritario que forman a la empresa Destino del Transporte; la autoridad 

de trasporte no debe participar, alentar ni permitir los monopolios, practicas 

monopólicas o ruinosas; la misma autoridad debe considerar a dicha empresa 

como de nueva creación y por ende concederle todas las facilidades para la 

prestación del servicio en mención; así como otorgar los beneficios del acuerdo 

referido y sus relativos posteriores, también debe de considerar a la Asociación 

Civil Dos Neuronas como disidentes o en su defecto otorgarles la posibilidad de 

que se agrupen a la empresa Destino del Transporte, y en caso de que la 
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asociación civil se transforme en empresa,  sea reconocida y registrada debe 

operar el mismo beneficio para la empresa mencionada; el reconocimiento y 

registro de la empresa Destino del Transporte, sin perjuicio de los derechos 

civiles de sus miembros para ejercitar la acción que mas le convenga en contra 

de quien ellos consideren oportuno.   

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



1 
 

 

CAPÍTULO I 

“ELEMENTOS CONCEPTUALES VINCULADOS AL SERVICIO PÚBLICO DE                      
TRANSPORTE EN EL ESTADO DE MÉXICO” 

 

1.1.- ACTO ADMINISTRATIVO. 

El acto administrativo es una institución fundamental dentro de la administración 

pública federal y local ya que a través de ella se busca la satisfacción del 

interés público, en razón de su función pública, gozando de la presunción de 

legitimidad, y con ello de ejecutividad, además de crear situaciones jurídicas 

concretas. 

En opinión de Acosta Romero,  el acto administrativo es “una manifestación 

unilateral y externa de la voluntad, que expresa una decisión  de una autoridad 

administrativa competente, en ejercicio de la potestad pública. Esta decisión 

crea, reconoce, modifica, transmite, declara o extingue derechos u obligaciones, 

es generalmente ejecutivo y se propone satisfaces el interés general”.1 

Son manifiestas las características propias del acto administrativo, según la 

definición anterior consistentes en: una voluntad que se dirige hacia un sujeto 

pasivo, encarnada en el titular del órgano de la administración  pública y 

autorizada por la ley, para producir efectos similares a los del derecho privado, 

pero, a diferencia de aquel contiene el carácter implícito de la ejecutividad a fin 

de que se satisfagan las necesidades de la colectividad. 

Algunos otros autores como Maria Diez, señalan que para elaborar el concepto 

de acto administrativo formal, el cual resulta ser una facultad exclusiva del 

Ejecutivo constituirlo  en virtud de su función administrativa, el acto 

                                                            
1 ACOSTA ROMERO, Miguel. Teoría General del Derecho Administrativo, primer curso, 
14ª ed., Ed. Porrúa, México, 1999, Pág. 817. 
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administrativo material en donde el Legislativo  o el Judicial pueden llevarlo a 

cabo, pero,  solamente  para efectos de funcionamiento interno.2 

Por otro lado, hay que distinguir el acto de la administración y el acto 

administrativo  puro; con respecto al primero se refiere no a otra cosa sino a la 

generalidad y abstracción de los reglamentos, es decir, la forma regular y 

cotidiana en que debe de dirigirse la administración pública y, respecto al 

segundo es ahí donde elabora su concepto de acto administrativo en lo que el 

llama “Declaración concreta” concebida en un sentido de decisión y disposición, 

con esto tanto a la característica fundamental de todo acto administrativo que 

es la ejecutividad, sin la cual quedaría en el limbo su voluntad y, por cuanto a la 

disposición no es otra cosa sino la creación, modificación, o extinción de 

relaciones para con ella misma o las personas jurídicas. 

Peréz Dayán, define el acto administrativo como: “toda declaración de voluntad 

unilateral y concreta, dictada por un órgano de la administración pública, en 

ejercicio de su competencia administrativa, cuyos efectos jurídicos son directos 

e inmediatos”.3 

Este autor a diferencia de Acosta Romero, no utiliza la palabra manifestación 

más bien en su opinión debe ser declaración en virtud de que ésta trae implícito 

el significado de lo indudable, de un querer, en cambio manifestación se refiere 

a hechos objetivos  sujetos a interpretación, de igual forma utiliza la frase 

declaración concreta, en el sentido de que se entiende que existe una 

separación clara de la función administrativa y función jurisdiccional, a pesar de 

que el Legislativo o el Judicial lleven a efecto actos administrativos o existan 

actos administrativos con carácter general, tal como lo señala el artículo 4º de la 

Ley Federal de Procedimientos Administrativos. 

 

                                                            
2 Cfr. MARIA DIEZ, Manuel. El Acto Administrativo, 2ª ed., Tipográfica Editora Argentina 
S. A., Buenos Aires, 1961. Pág. 103. 
3 PERÉZ DAYÁN, Alberto. Teoría General del Acto Administrativo, primer curso. 2ª ed., 
Ed. Porrúa, México, 2006, Pág. 53. 
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Finalmente, el acto administrativo es una institución que tiene su origen en la 

Ley, a través del cual declara  y manifiesta unilateralmente de manera concreta 

o general su voluntad, la autoridad administrativa, en ejercicio de su función 

administrativa, con presunción de legitimidad de índole ejecutivo, a fin de 

satisfacer el interés general. 

 

1.1.1.- CARÁCTERISTICAS. 

El acto administrativo cuenta con diversas características, pero  la que se 

abordara será la siguiente:   

 La ejecutividad, es una característica fundamental  del acto 

administrativo, ya que sin ella todo lo declarado o manifestado por la 

autoridad administrativa quedaría en simples buenas intenciones, es 

saludable distinguir la ejecutividad de la ejecutoriedad, a fin de establecer 

la fuerza que tiene la administración pública para hacer cumplir los actos 

que de ella misma emanan. 

 

Acosta Romero, menciona que la ejecución o ejecutividad no es constante, en 

razón de que existen actos administrativos  que son constitutivos, por ejemplo 

una licencia de manejar, o para establecer un comercio y por actos ejecutivos 

tenemos la expropiación, el cobro de impuestos, etc.4 En virtud de lo anterior, 

debe entenderse por acto de ejecución (ejecutividad) “el acto administrativo que 

tiene en si  la potestad necesaria, para su realización fáctica coactiva, en caso 

de que el sujeto pasivo no cumpla voluntariamente. Y que además, su ejecución 

puede ser llevada a cabo por la propia administración publica, sin necesidad de 

acudir al Poder Judicial para ello”  y por ejecutoria “aquella sentencia o acto, 

contra el cual, ya no cabe ningún medio de impugnación, es decir, que es 

completamente definitivo”.5  El mismo autor considera que el acto administrativo 

                                                            
4 Cfr. ACOSTA ROMERO, Miguel.  op cit. Pág. 819. 
5 Ibídem, p. 820. 
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tiene esta característica, en razón de que puede  ser modificado por la misma 

autoridad administrativa  a través de un medio de impugnación.   

En la primera definición que proporciona estamos de acuerdo con él, en razón 

de que la autoridad administrativa tiene esa atribución, por la facultad conferida 

en ejercicio de su función administrativa y en virtud de que sigue la satisfacción 

del interés general y, en relación a la segunda definición no hay objeción, pero, 

en relación a su razonamiento como bien lo menciona hay casos excepcionales 

por ello, mientras haya es existente la posibilidad de atribuirles esa 

característica. 

María Diez, establece que por ejecutoriedad, “se puede considerar como una 

manifestación especial de la eficacia de los actos administrativos, en cuanto 

éstos imponen deberes o restricciones  a los administrados, que pueden ser 

realizados, aún contra la voluntad de los mismos, por medio de los órganos 

administrativos sin intervención previa de los órganos jurisdiccionales” y por 

ejecutorio (ejecutoria de acuerdo a Acosta Romero) “impone a la administración 

la obligación de comportarse conforme al mismo y, a pesar que, en general 

puede revocarlo, mientras ello no ocurra, ella debe conformarse con él y no 

puede contravenirlo,  por actos materiales. Por su parte el administrado se 

encuentra ligado al acto y debe conformarse igualmente al mismo, mientras no 

lo afecte en su derecho  subjetivo o interés legitimo”. 6  

Tomando en consideración lo antes mencionado, es claro, que si bien es cierto  

la autoridad administrativa tiene una potestad administrativa,  la finalidad es el 

interés general y que presume la legitimidad del acto administrativo que de ella 

emana, también es verdad que dicho acto tiene su origen en la ley, por ende 

subordina al mismo órgano administrativo del que emana y al que debe 

cumplirlo, ello encuentra fundamento legal en el artículo 14, 16 del pacto federal 

y 11 de la Ley de Amparo. 

 

                                                            
6 MARIA DIEZ, Manuel, op cit., pág. 261. 
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1.1.2.- El ACUERDO. 

Ahora bien, la autoridad administrativa suele manifestar su voluntad a través del 

acto administrativo produciendo, éste, efectos jurídicos internos y externos para 

la administración pública o los particulares, pero, también  es bien cierto que 

puede manifestar su voluntad a través de otras figuras jurídicas para cumplir 

con su función pública como son: circulares, reglamentos, decretos, acuerdos, 

etc.,  teniendo efectos de diferente índole cada uno de esos actos. 

Así entonces, el objetivo en este punto será precisar de manera general  el 

acuerdo, ya que en lo posterior de esta investigación uno de los puntos 

medulares radicará en la emisión de uno de los acuerdos que emite el 

secretario de la Secretaría de Transporte en el Estado de México.   

En ese orden de ideas tenemos que la Real Academia Española señala que: 

“acuerdo.- (De acordar)…- marco. 1.m. Der. Acuerdo normativo al que han de 

ajustarse otros de carácter mas concreto….”. De esta primera concepción 

suponemos que son disposiciones de carácter general  las cuales se han de 

observar y cumplimentar con otras para el cumplimiento de los fines de la 

administración pública. 

Por otro lado la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la tesis del rubro: 

ACUERDOS ADMINISTRATIVOS Y LEYES, AMPARO CONTRALOS.-, De la 

sexta época, Segunda Sala, Apéndice 2000, Tomo I, Const.,  P. R. SCJN, 

Pagina 69, Materia Administrativa, establece: 

 “ACUERDOS ADMINISTRATIVOS Y LEYES, AMPARO 
CONTRA LOS.- 

El artículo 22, fracción I, de la Ley de Amparo se refiere 
concretamente "a los casos en que por la sola expedición 
de una ley, ésta sea reclamable en la vía de amparo". Para 
precisar la aplicación de este precepto, es indispensable 
establecer la diferencia que existe entre una ley y un 
acuerdo administrativo. Al respecto, es bien sabido que la 
ley sólo la puede dictar el Poder Legislativo, obrando 
siempre dentro de su órbita constitucional y que para su 
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elaboración y emisión tiene que satisfacer una serie de 
requisitos, cuyo cumplimiento completo reviste al acto 
legislativo del carácter de ley y le da su eficacia jurídica. En 
cambio, el acuerdo administrativo, referente siempre a 
casos particulares, sólo es la orden que dicta el superior 
jerárquico para que los inferiores, dentro de sus esferas 
respectivas, cumplan con los fines específicos que realiza 
la administración pública, por medio de sus órganos. En 
tales condiciones, no es posible confundir jurídicamente 
un acuerdo administrativo con una ley, pues tanto el uno 
como la otra son completamente diferentes en su origen, 
en su formación, y en sus fines.”7 

 

Son claras las características con las que diferencia el acuerdo administrativo, 

es decir,  en un sentido estricto contiene características de decisión, emitido por 

autoridad competente, para cumplimiento de los fines de la administración, pero 

sobre todo en sentido particular, o sea, solo con efectos internos para la 

administración pública. 

También es de considerarse la tesis del rubro: ACTO REGLA. LO ES EL 

ACUERDO DEL SECRETARIO DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES 

DEL ESTADO DE PUEBLA, QUE DECLARA CERRADO EL PROGRAMA DE 

ACTUALIZACION DE DOCUMENTOS Y CAMBIO DE PLACAS DEL SERVICIO 

PÙBLICO DEL TRASNPORTE Y DEL SERVICIO MERCANTIL DE TAXI, POR 

LO QUE BASTA SU PUBLICACION EN EL PERIODICO OFICIAL PARA QUE 

SE HAGA DEL CONOCIMIENTO DE SUS DESTINATARIOS. , De la Novena 

Época, Tribunales Colegiados de Circuito, Semanario Judicial de la Federación 

y su Gaceta, XXV, Enero de 2007, Pagina 2180, VI.3o.A.286  A, Materia 

Administrativa que dice: 

 “ACTO REGLA. LO ES EL ACUERDO DEL SECRETARIO 
DE COMUNICACIONES Y TRANSPORTES DEL ESTADO DE 
PUEBLA, QUE DECLARA CERRADO EL PROGRAMA DE 
ACTUALIZACIÓN DE DOCUMENTOS Y CAMBIO DE 
PLACAS DEL SERVICIO PÚBLICO DEL TRANSPORTE Y 

                                                            
7  SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACION Y SU GACETA, Apéndice  2000,  Sexta 
Época, Segunda Sala, Tomo I, Const., P.R. SCJN, pág. 69. 



7 
 

DEL SERVICIO MERCANTIL DE TAXI, POR LO QUE BASTA 
SU PUBLICACIÓN EN EL PERIÓDICO OFICIAL PARA QUE 
SE HAGA DEL CONOCIMIENTO DE SUS DESTINATARIOS.  

Los acuerdos administrativos -visualizados desde el 
sentido amplio-, pueden ser actos regla, en cuyo caso se 
tratará de disposiciones de observancia general, al no 
referirse a personas individuales designadas, ni a un grupo 
cerrado, sino a categorías de personas, como los 
comerciantes, los arrendatarios, los profesionistas, 
etcétera; así, aun cuando formalmente los acuerdos que 
emita el Poder Ejecutivo tengan la naturaleza de actos 
administrativos y no de leyes, en razón del órgano del que 
emanan, lo cierto es que materialmente pueden gozar de 
los atributos de una norma general. Los actos regla 
cuando crean, modifican o extinguen una situación jurídica 
general, constituyen normas de carácter general y 
abstracto. De esta guisa, el acuerdo citado al rubro, 
publicado en el Periódico Oficial del Estado el siete de 
mayo de dos mil tres, se erige como un acto regla porque 
crea dos efectos generales y abstractos primordiales, a 
saber, el cierre del programa de actualización de 
documentos y cambio de placas, al igual que la imposición 
de sanciones administrativas consistentes en la 
revocación o cancelación de las concesiones y permisos, a 
los concesionarios y permisionarios del servicio público 
del transporte y del servicio mercantil de transporte de 
personas en vehículos de alquiler o taxis, que 
incumplieron con el aludido programa, mediante un acto 
concreto y posterior de aplicación: la previa sustanciación 
de los procedimientos administrativos correspondientes, 
mismos que no están comprendidos en el acuerdo. Por 
tanto, el acuerdo contiene normas para los concesionarios 
y permisionarios mencionados, en relación con los 
deberes que a éstos atañen en materia de la concesión o 
permiso que tengan a su favor. En consecuencia, si ese 
acuerdo reviste la naturaleza de un acto regla, basta con 
que sea publicado en el Periódico Oficial del Estado para 
que con ello se haga del conocimiento de sus 
destinatarios; sin que haya lugar a estimar que el acuerdo 
origine efectos concretos y determinados por dirigirse a 
los sujetos ya especificados, puesto que no se refiere a 
personas individualmente designadas, ni a un grupo 
cerrado, sino a una categoría de personas. 
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TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO.”8 

Como lo señala la anterior tesis, se refiere a los acuerdos en un sentido amplio, 

denominándolos actos regla, es decir, contienen las características de decisión, 

disposición de los actos administrativos, además,  que  materialmente contienen 

el  carácter general y abstracto de las  leyes, por ende, contraen efectos 

jurídicos hacia los particulares a los cuales se dirigen.  

Solo queda por aclarar, que si los acuerdos en el sentido amplio son normas 

materialmente generales y abstractas que obligan al particular  a  ajustarse y 

observar  las disposiciones legales que correspondan, también, es cierto que la 

misma autoridad administrativa que lo emitió y  toda la administración publica 

en general no queda exenta de hacer lo  mismo. 

 

1.1.2.- LA CONCESIÓN. 

Así entonces, ahora analizaremos lo que es y significa la concesión, 

comenzando por el concepto de concesión administrativa es; “el acto 

administrativo, a través del cual la administración pública concedente, otorga a 

los particulares concesionarios, el derecho para explotar un bien propiedad del 

Estado o para explotar un servicio público”.9 

Pueden apreciarse claramente los elementos del concepto antes transcrito 

siendo estas un acto administrativo, por ende, es una declaración de voluntad 

concreta de la administración pública en un sentido de decisión; en cuanto a la 

autoridad administrativa, se presume la competencia por atribuciones y 

facultades que la ley le otorga para llevar acabo ese acto; por lo que se refiere a 

los particulares, se encuentra una relación jurídica por la que se crea, 

                                                            
8 SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACION Y SU GACETA, Novena Época, Tribunales 
Colegiados de Circuito, XXV, Enero de 2007, pág. 2180. 
9 INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURÍDICAS. Nuevo Diccionario Jurídico Mexicano,  
Ed. Porrúa, UNAM, México, 1998, pág. 687. 
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transfieren, modifican o pueden extinguirse derechos y obligaciones por la 

explotación de un bien o servicio público. 

Es conveniente mencionar desde este momento, en razón de la realidad 

política, social, económica sobre todo y, hasta cultural, el régimen de las 

concesiones y la desregularización o desconcentración de bienes, obras o 

servicios públicos, existe una mayor intervención de las personas individuales lo 

cual traerá consigo nuevos problemas a resolver, cuestión por demás 

interesante para una futura investigación. 

Para tener más claramente lo que es la concesión y dirigirnos cada vez más 

con mayor precisión a lo que es la cuestión principal de la presente 

investigación,  es menester mencionar, que las concesiones se pueden dividir 

en administrativas y mercantiles (a lo cual nos interesan las primeras), la 

concesión administrativa por el objeto que persiguen se establece que son las 

que explotan un bien del Estado, una obra pública o un servicio público estas 

formas de concesión buscan satisfacer necesidades públicas principalmente. 

En cuanto a los derechos pueden ser constitutivas o translativas constituyendo 

esta última la transferencia de derechos propios de la administración, tal es el 

caso de los servicios públicos. 

Fernández Ruiz, define a la concesión en su aspecto genérico como “la acción 

y efecto de conceder,  que a su vez significa dar, otorgar, hacer merced y gracia 

de una cosa. En el ámbito jurídico puede explicarse la concesión  como el 

mecanismo mediante el cual, quien tiene la titularidad de determinadas 

atribuciones y facultades,  o ciertos bienes y derechos, delega su ejercicio o 

aprovechamiento a favor de un tercero”10, la concesión administrativa, “puede 

entenderse como la transferencia  que realiza la administración pública a 

particulares, del desempeño de algunas de las actividades no esenciales que 

tiene atribuidas, o del aprovechamiento y explotación de los bienes del dominio 

público, mediante la constitución a favor de tales particulares, de derechos o 
                                                            
10 FERNÁNDEZ RUIZ, Jorge. Derecho Administrativo Contratos, Ed. Porrúa, México, 2000, 
pág. 394. 
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poderes previstos en el ordenamiento jurídico, de los que antes carecían”11, por 

otro lado, la concesión de servicio público viene a ser “la cesión temporal de su 

gestión, hecha por la administración pública a favor de un particular, a efecto de 

que este se encargue de ella, por lo cual percibe una remuneración, sometido a 

la regulación, control y vigilancia del poder de policía”.12 

Antes de dar nuestro concepto, se puede mencionar que el régimen de las 

concesiones esta establecido en el artículo 27, 28 de la Constitución Federal. 

Así como en las constituciones locales, leyes orgánicas de los Estados y leyes 

orgánicas  de los municipios entre otras, de acuerdo a esto, es claro que las 

concesiones se rigen por el derecho público y la inobservancia de éste traería 

como consecuencia una sanción. 

Finalmente, en virtud de todo lo anterior y desde nuestra perspectiva se puede 

decir que la concesión en lato sensu es: aquella donde el titular a través de la 

administración pública, delega, constituye, derechos o poderes a favor de un 

particular,  el cual queda obligado a gestionar el bien, obra o servicio público por 

lo que recíprocamente tendrá el aprovechamiento, explotación o ganancia 

económica, sometiéndose al orden jurídico de derecho público establecido. 

 

1.1.3.- SILENCIO ADMINISTRATIVO. 

En un desarrollo lógico, la siguiente figura a precisar lo es el silencio 

administrativo, en concatenación con las figuras antes señaladas. Ahora bien, si 

el acto administrativo presupone una declaración por parte de la autoridad 

administrativa, también es cierto que no muy pocas veces la autoridad por 

omisión o deliberadamente no manifiesta una declaración, en relación a una o 

varias promociones de los particulares. 

                                                            
11 Ibídem, pág. 395. 
12 Ibídem, pág. 396. 
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En relación a lo anterior María Diez, manifiesta que, “el silencio significa inercia, 

pasividad, ambigüedad; la declaración  tacita significa acción hechos, 

comportamientos y no ambigüedad”.13 

También, es considerada como la falta total del acto, es decir, un no acto. Con 

respecto de esto se puede discernir  que si no hay un acto expreso de la 

autoridad administrativa hacia alguna promoción del particular y ésta fuese 

competente o aún en la posibilidad de que no lo fuera estaría contraviniendo el 

régimen político establecido y regulado en la legislación aplicable a ese 

régimen, por ende, se conviene con el autor citado en que se presume la 

existencia de una voluntad, pero, esa presunción adquiere plena eficacia en la 

ley 

Entonces, por lo anterior, el silencio administrativo, es una falta total del acto 

administrativo, pero, puede producir efectos jurídicos de diferente índole. Para 

establecer esto se tomará en cuenta la distinción que proporciona Acosta 

Romero, entre el derecho de petición y la figura que se comenta al decir “El 

artículo 8º Constitucional ordena que los funcionarios y empleados públicos 

respeten el ejercicio de derecho de petición…la cual tiene la obligación de 

hacerlo conocer en breve término, pero no supone una negativa ficta en caso 

de que no se obtenga respuesta, es decir, la autoridad esta obligada a 

contestar;  en el supuesto de que la autoridad no conteste no configura el 

silencio de la administración, sino más bien una violación a una garantía 

constitucional”14, así mismo,  el artículo 23, fracción IV, de la Ley del Tribunal de 

lo Contencioso Administrativo del Distrito Federal, en cuanto al silencio 

administrativo contempla “De los juicios contra la falta de contestación de las 

mismas autoridades, dentro del término de treinta días naturales, a las 

promociones presentadas ante ellas por los particulares, a menos que las leyes 

y reglamentos fijen otros plazos o la naturaleza del asunto lo requiera” y el 

artículo 37 del Código Fiscal de la Federación y 17, fracción I, de la Ley Federal 

                                                            
13 MARIA DIEZ, Manuel, op. cit., pág. 200. 
14 ACOSTA ROMERO, Miguel, op. cit., pág. 853. 
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de Procedimiento Contencioso Administrativo que en lo general contempla que 

la autoridad debe de dar los fundamentos y motivos de dicha negativa. 

Lo anterior, corrobora lo que con anterioridad se menciona, que el silencio es 

una rebeldía al régimen político legalmente instituido y específicamente a la 

obligación de hacer consagrada en el artículo 8º de la Constitución.  

Para entender lo precedente, es que se hace mención del artículo 16, fracción 

X, de la Ley Federal de Procedimientos Administrativos, que a la letra indica: 

“Artículo 16.- La Administración Pública Federal, en sus 
relaciones con los particulares, tendrá las siguientes 
obligaciones: 
…. 
 
X.     Dictar resolución expresa sobre cuantas peticiones le 
formulen; así como en los procedimientos iniciados de 
oficio, cuya instrucción y  resolución afecte a terceros, 
debiendo dictarla dentro del plazo fijado por la ley.” 

 

Del anterior artículo, se puede comentar que el derecho de petición se trata de 

reglar a través de diferentes ordenamientos  legales y hacerse extensivo a toda  

la administración pública. 

“Artículo 17.- Salvo que en otra disposición legal o 
administrativa de carácter general se establezca otro plazo, 
no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la 
dependencia u organismo descentralizado resuelva lo que 
corresponda. Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán 
las resoluciones en sentido negativo al promovente, a 
menos que en otra disposición legal o administrativa de 
carácter general se prevea lo contrario.” 

 

De esa tesitura, se termina por confirmar  lo ocioso de la ley en virtud de que, si 

el silencio administrativo es sancionado por la autoridad competente no es 

menos cierto que se instituye como un medio de defensa a favor del particular, 

impugnable vía amparo, evitando con ello un procedimiento exhaustivo, 

desgastante y en la mayoría de los casos frustrante (ya que la mayoría de las 
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veces la administración pública termina dando una resolución en sentido 

negativo) para el particular administrativamente. 

Finalmente de manera sencilla el silencio administrativo es, un medio de 

defensa a favor del particular contra la inercia de la administración pública, en 

donde el derecho le atribuye efectos jurídicos, por lo regular en sentido negativo 

y excepcionalmente en sentido afirmativo. 

 

1.1.4.- NEGATIVA FICTA. 

La negativa ficta es “el sentido de la respuesta que la Ley presume ha recaído a 

una solicitud, petición o instancia formulada por escrito, por persona interesada, 

cuando la autoridad no la contesta ni la resuelve en un determinado periodo”.15 

Del concepto precedente se deduce que la autoridad administrativa puede no 

contestar alguna promoción expresa del particular a lo cual por ley, se le da un 

sentido de negar el interés particular y, por otro lado, la autoridad puede no 

resolver, es decir, quizá conteste de una manera expresa o tácita pero no 

fundamente ni motive las causas, razones y circunstancias que considero para 

negar el interés del particular esta hipótesis es la presunción de la ley, que se 

fortalece con la objetivización de la acción u omisión deliberada de la autoridad 

de incumplir con su deber trascendiendo este no solo al particular sino a todo el 

régimen jurídico establecido.  

En suma se puede diferenciar el silencio y la negativa ficta en el ámbito federal 

o local en el Estado de México dentro del siguiente cuadro comparativo: 

 

Silencio administrativo. Negativa ficta. 
 

 Inercia- ambigüedad.  Inercia- ambigüedad. 

                                                            
15 INSTITUTO DE INVESTIGACIONES JURÍDICAS, op. cit., pág. 2590. 
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 Presunción del acto. 
Violación al art. 8º        
constitucional 

 Rebeldía al régimen 
político legalmente 
instituido. 

 La autoridad debe 
contestar. 
Resuelve sobre la 
forma. 

 30 días o 3 meses para 
que la autoridad 
conteste. 

 
 Se resuelve por vía 

contencioso 
administrativo  

 
 

 Presunción del acto. 
Violación al art. 8º        
constitucional 

 Rebeldía al régimen 
político legalmente 
instituido. 

 La autoridad no  
contesta. 
Resuelve sobre la 
forma. 

 30 días o 3 meses 
para que la autoridad 
conteste. 

 
 Se resuelve por vía 

contencioso 
administrativo  

 
 

 

En otras palabras, es poco afortunado el como la legislación mexicana maneja 

ambas figuras, ya que si bien es cierto se le da al gobernado frente al 

gobernante , la seguridad jurídica establecida por la Carta Magna, sin embargo, 

lo pone en una situación calamitosa llena de incertidumbre jurídica ya que 

ambos conceptos les establece el mismo tiempo y pretende (más bien 

establece) la misma vía para su solución,  dando pie a que la autoridad 

demandada utilice subterfugios solo para aplazar su contestación y de esta 

forma hacer que se desista el particular de la instancia o sus pretensiones. 

 

1.1.5.- AFIRMATIVA FICTA. 

Para establecer este concepto se hace mención a la siguiente tesis del rubro: 

SILENCIO ADMINISTRATIVO Y AFIRMATIVA FICTA, SU ALCANCE Y CASOS 
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DE APLICACIÓN EN EL RÉGIMEN JURÍDICO MÉXICANO.  De la Octava 

época, Tribunales Colegiados de Circuito, Apéndice 2000, Tomo III, 

Administrativa, P. R.  TCC, Página 537,  Tesis 589, Materia administrativa., que 

dice:  

“SILENCIO ADMINISTRATIVO Y AFIRMATIVA FICTA. SU 
ALCANCE Y CASOS DE APLICACIÓN EN EL RÉGIMEN 
JURÍDICO MEXICANO.- 

Hablar del silencio administrativo es hacer referencia a 
aquella doctrina según la cual, el legislador le da un valor 
concreto a la inactividad, inercia o pasividad de la 
administración frente a la solicitud de un particular, 
haciendo presumir la existencia de una decisión 
administrativa, algunas veces en sentido negativo y otras 
en sentido afirmativo. En nuestro régimen federal, la 
doctrina del silencio administrativo ha encontrado su 
principal aplicación en la figura de la negativa ficta, 
regulada en el artículo 37 del Código Fiscal de la 
Federación, y aplicable en general a todas las solicitudes 
presentadas ante las autoridades fiscales que no hayan 
sido resueltas en el plazo de cuatro meses. Por el 
contrario, la teoría del silencio administrativo y 
especialmente su versión en sentido afirmativo -conocida 
en nuestro medio como afirmativa ficta por asimilación a 
la expresión utilizada en el Código Fiscal-, no ha 
encontrado una franca recepción en la legislación 
administrativa federal, pues a la fecha no existe ningún 
precepto en donde se le recoja como regla general 
aplicable a todos los casos de solicitudes o expedientes 
instruidos por los órganos públicos a petición de los 
particulares. Propiamente las aplicaciones del silencio 
positivo son escasas, debido posiblemente a los riesgos 
inherentes a su adopción, y a las peculiaridades que en 
modo alguno están presentes en la materia de precios 
oficiales. Son dos básicamente los supuestos regulados 
en nuestro medio. El primero se configura en las 
relaciones de control entre los órganos de la 
administración, sea de carácter inter-orgánico -órganos de 
una misma dependencia-, o de carácter inter-
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administrativo -órganos descentralizados con 
centralizados- (véase el artículo 140 de la Ley 
Reglamentaria del Servicio Público de Banca y Crédito, en 
relación con la Junta de Gobierno de la Comisión Nacional 
Bancaria y de Seguros). La conveniencia de consagrar la 
afirmativa ficta en casos como éstos cuando el órgano 
fiscalizador no se pronuncia dentro del plazo legal, radica 
en que su actuación no es conformadora del contenido 
mismo del acto, es decir, no concurre de manera 
necesaria en la formación de la voluntad administrativa, 
sino únicamente se ocupa de constatar su conformidad 
con el ordenamiento jurídico. Dicho en otras palabras, los 
actos del órgano controlado (en el ejemplo las 
resoluciones de la comisión) reúnen en sí mismos todas 
las condiciones necesarias para subsistir aun sin el 
pronunciamiento expreso del órgano fiscalizador (la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público en el ejemplo), 
pues éste no va agregar a su contenido ningún elemento. 
En este sentido, siempre que sea regular el acto revisado, 
resultará innecesario el pronunciamiento expreso del 
órgano controlador, lo cual demuestra plenamente la 
utilidad de la afirmativa ficta. Un segundo supuesto se 
produce en ciertas actividades de los particulares 
susceptibles de ser prohibidas por los órganos estatales 
(véase el artículo 12 de la Ley sobre el Control y Registro 
de Transferencia de Tecnología y el Uso y Explotación de 
Patentes y Marcas). A diferencia del supuesto anterior, 
ahora se está en presencia de relaciones entre la 
administración y los particulares, relaciones en donde 
aquélla interviene como titular de facultades prohibitivas. 
Nuevamente es de destacar que el pronunciamiento 
expreso de la administración no es indispensable cuando 
el acto sometido a su aprobación (en el ejemplo el 
contrato) se ajusta a las prevenciones legales, pues no 
desarrolla una función conformadora, es decir, no añade 
ningún elemento al contenido del acto mismo. La 
adopción de la afirmativa ficta en este supuesto obedece a 
que la concurrencia de la administración a través de una 
manifestación expresa de su voluntad, sólo se hace 
necesaria cuando el acto del particular no es conforme a 
derecho. Así, la labor del órgano público se traduce 
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simplemente en una prohibición (veto) que impide al acto 
sometido a aprobación surtir efectos cuando contraría el 
ordenamiento  legal. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA 
ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”16 

 

En la tesis antes citada se puede ver los supuestos en los que es acogida la 

afirmativa ficta los cuales son: el primero, la relación entre los órganos de la 

administración y el segundo, la relación entre los particulares y la administración 

pública, a lo cual ésta última ocupará nuestra atención. 

Por otro lado, la Ley de Procedimiento Administrativo del Distrito Federal 

entiende la mencionada figura en los términos siguientes: 

Artículo 2º. - Para efectos de la presente ley, se entenderá por: 

… 

III. Afirmativa ficta: Figura jurídica por virtud de la cual, ante 
la omisión de la autoridad de emitir una resolución de 
manera expresa, dentro de los plazos previstos por esta Ley 
o los ordenamientos jurídicos aplicables al caso concreto, 
se entiende que resuelve los solicitado en particular, en 
sentido afirmativo; 

 

Ahora bien, se puede observar tanto de la tesis y la ley citada que esta figura al 

igual que la negativa ficta deviene del silencio administrativo, pero, al contrario 

de la negativa no surge como regla sino como excepción, ya que suponer en 

sentido afirmativo todas las promociones de los particulares que no fueran 

contestadas sería poner en riesgo al mismo Estado. 

Además, las características que la definen como son: la administración surge 

como titular de facultades prohibitivas, el particular debe ajustarse a las 

                                                            
16 SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACION Y SU GACETA, De la octava época, 
Tribunales Colegiados de Circuito, Apéndice 2000, Tomo III, P.R. TCC, pág. 537. 
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prevenciones legales, también debe estar dentro del supuesto previsto por el 

acto de la autoridad o por la Ley. 

Empero, la afirmativa ficta es: aquella que surge del silencio de la 

administración pública y que excepcionalmente deviene en declaración y 

manifestación por imperio de la ley, en las relaciones entre órganos de la misma 

administración o entre particulares y la administración, por haber transcurrido el 

tiempo legalmente establecido y ajustarse al supuesto previsto legalmente. 

 

1.1.6.- SERVICIO PÚBLICO. 

Para Acosta Romero el servicio público es, “una actividad técnica encaminada a 

satisfacer necesidades colectivas básicas o fundamentales, mediante 

prestaciones individualizadas, sujetas a un régimen de Derecho Público, que 

determina los principios de regularidad, uniformidad, adecuación, e igualdad. 

Esta actividad puede ser prestada por el Estado o por particulares (mediante 

concesión) “.17 

Es preciso mencionar que el presente concepto tiene sus orígenes en los 

Tribunales Administrativos en Francia aproximadamente a partir de 1790, cabe 

destacar que desde entonces  ha sido por demás impreciso y de continúo esta 

en evolución.18Pero no es menester de esta obra recordar lo que ya es 

conocido sino más bien y desde luego sin agotar todas las posibilidades 

precisar este concepto de cara hacia el futuro. 

Desde este momento se visualiza que, la colectividad demanda un sin número 

de necesidades, las cuales no pueden ser satisfechas todas de igual forma en 

su sentido estricto. 

Entonces respecto al concepto del autor citado, se entiende como una acción 

objetiva tendiente a la utilización de los instrumentos necesarios (dependiendo 

                                                            
17 ACOSTA ROMERO, Miguel, op. cit., pág. 968. 
18 Cfr. ACOSTA ROMERO, Miguel, Ibidem, pág. 962. 
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el servicio), con la finalidad de satisfacer necesidades fundamentales; respecto 

de esto se supone que no solo se refiere a necesidades de personas físicas, 

sino también a las personas morales y otros entes, ya que si estas dos últimas 

no tienen vida animada, si la tienen por ficción de la ley y, por ende, aún ellas 

necesitan de algunos servicios para su operatividad, respecto a las 

prestaciones individualizadas se refiere a los diferentes servicios como son 

agua, luz, transporte, salud, etc., y por supuesto que estan sujetas al régimen 

de derecho público y a su vez éste determina dos principio por los que se 

regirán, ya que el Estado los establece y organiza y excepcionalmente los 

particulares bajo un régimen jurídico especial, además de que el ejecutivo tiene 

la facultad discrecional obviamente otorgada por el Legislativo, para crear, 

modificar o transformar servicios públicos, excepto el de suprimirlos ya que es 

facultad exclusiva del constituyente. 

Dentro de la legislación mexicana, se acoge el concepto de servicio público en 

dos acepciones, la primera como satisfactor de necesidades colectivas; puede 

verse claramente en los artículos 3, 27, 123 de la Carta Magna y, en segundo 

término en lo referente al desempeño o trabajo de la persona física al servicio 

del Estado; puede corroborarse en la Ley Federal del Trabajo, Ley General de 

Vías de Comunicación, etc. 

Antes de hacer comentario alguno, citaremos los argumentos de Vallés Ferrer y 

Hap Dubois, que hacen sobre éste concepto a manera de introducción dicen: 

“que los servicios públicos conforman en el momento actual, uno de los 

sectores económicos más importantes de cualquier economía moderna o en 

proceso de desarrollo”.19 

Las palabras referidas, tiene de origen el don de la razón, ya que comparten 

nuestra opinión al respecto, es decir, el servicio público no es y no ha sido 

nunca abstracto, en otras palabras si bien es cierto se le han atribuido 

connotaciones jurídicas, no puede hacerse caso omiso de las económicas e 

                                                            
19 VALLÉS FERRER, José. et. al. El Transporte en las Grandes Ciudades, publicaciones 
de la Universidad de Sevilla, 1978, pág. 123.  
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incluso se le atribuyen en las misma fuerza del trabajo de los hombres cuando 

están al servicio del Estado. 

Posteriormente, siguen argumentando que las transformaciones en el nivel de 

vida, hábitat, cultura, etc.,  han incidido en las apetencias que la misma tenía 

para con diversos servicios públicos; lo anterior es preciso ya que hoy día la 

mayoría de la gente se queja de lo pésimo y raquítico de los servicios que 

ofrece el Estado, es por ello que la batalla entre lo público y lo privado (donde 

va ganando ésta última) viene a poner en crisis las  prestaciones que se 

amparan bajo el concepto de servicio público, hoy día el pueblo demanda algo 

nuevo, ¡no!, más bien algo perfeccionado.20  

Finalmente, el servicio público es “…lo que hoy entendemos por servicios 

públicos no son tales servicios públicos, sino seudo servicios públicos o bienes 

que ya no son necesarios para toda la colectividad, cuyo grado de 

imprescindibilidad no es tan acusado como lo era en un período anterior”.21  

Con todo lo antes expuesto, aceptamos la teoría objetivista de los servicios 

públicos, la cual delimita dichos servicios a partir del interés general y 

dependiendo de la realidad la puede o no desarrollar la administración pública, 

además de alentar al Legislativo y los Jueces a la participación más dinámica, 

democrática y plural en la prestación de los servicios públicos, todo bajo un 

régimen jurídico especial.22 

 

1.1.7.- SERVICIO PÚBLICO DE TRANSPORTE. 

El transporte como servicio público, se determina de una manera sencilla pero 

se intentara hacerlo de una manera clara y entendible, el transporte pertenece a 

una amplia gama de servicios públicos siendo uno de los más importantes es 

                                                            
20 Cfr. El Transporte en las Grandes Ciudades, Ídem, pág. 125-129. 
21 Ídem, pág. 129. 
22 Cfr. MONTAÑA PLATA, Alberto. El Concepto de Servicio Público en el Derecho 
Administrativo, Universidad Externado de Colombia, 2002, pág. 170,171. 
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por ello que ocupará toda nuestra atención hasta concluir totalmente toda la 

investigación. 

Etimológicamente, esta palabra “viene del latín TRANS (al otro lado), y 

PORTARE (llevar), de allí que transporte en sentido literal se entiende: AL 

TRANSLADO DE PERSONAS O BIENES DE UN LUGAR A OTRO. Ahora con 

el avance de las comunicaciones y de la tecnología este concepto se ha ido 

ampliando y precisando aun  más y podemos decir que se estructura al servicio 

del interés público e incluye todos los medios e infraestructura (al servicio del 

interés público) implicados en los movimientos de las personas o bienes, así 

como de servicios de recepción entrega y manipulación de bienes”.23  

Como se desprende del referido concepto el transporte ha evolucionado no solo 

objetivamente sino también en lo subjetivo, es decir, el hombre en el transcurso 

de su historia ha modificado los medios para trasladarse él o sus bienes gracias 

a la inventiva e inteligencia que Dios le ha dado y como es lógico aquel no 

puede vivir solo, pues, como diría alguien hace mucho tiempo para hacerlo o 

sería un Dios o sería una bestia. Por ende, este concepto trasciende hacia la 

sociedad y su complejidad, ya que hoy día existe una vinculación con las 

actividades que desempeñan todas y cada una de las personas e incluso para 

con el planeta mismo, por ejemplo unos van a la escuela, otros al trabajo, de un 

continente a otro e incluso al espacio, transformándose así en algo que interesa 

a todos y para todos es de utilidad. 

En ese orden de ideas es claro que el transporte ha sido objeto de estudio 

arduo y continúo desde hace mucho tiempo, así de los estudios hechos por el 

Banco Interamericano de Desarrollo de 1982, a pesar de que han transcurrido 

casi tres décadas, se comparte la opinión que allí se vierte cuando dice que; así 

como los tiempos se transforman de igual forma debe de hacer la 

administración pública y para hacerlo se apoya en la elaboración de proyectos, 

planes y ordenamientos legales para la prestación de este servicio, es acertado 

                                                            
23 hhttp://www.scribd.com/doc/378331/concepto-DE-TRANSPORTE-y-SERVICIOS, 27 de 
Noviembre de 2007, 6:56 p. m. 
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lo antepuesto ya que sino interviniera todo devendría en un estado caótico en 

virtud de que el mismo hombre ha olvidado la buena voluntad y la filantropía 

pues esta contaminado por la voracidad y la rapacidad un egoísmo con el cual 

tiende a su aniquilación , esto último se adecua con lo que siguen 

mencionando, que, los proyectos no pueden prever todo entonces la 

administración pública tiene que actuar de una manera un tanto informal para 

darle una solución a esos hechos excepcionales.24  

No hay objeción,  en como se denota el transporte público es una pieza 

fundamental en el desarrollo de cualquier nación y que esta íntimamente 

vinculado en la política oficial, planes de desarrollo nacionales y económicos de 

los diferentes países, esto es verdad ya que sino hubiese un control sobre este 

servicio como se dijo antes todo devendría en un caos, pero, desgraciadamente 

la sociedad esta tan corrompida que ha alcanzado incluso aquellos entes 

instituidos para salvaguardar unos de otros, pero, esto es cuestión aparte lo 

esencial  es que cualquier plan de modernización u organización inmediata de 

transporte que institucionalice cualquier Estado debe tener el objetivo de la 

prestación de un buen servicio de transporte público.25     

Una vez entendido lo referido, se proporciona el siguiente concepto  donde se 

dice que transporte es “…una actividad que ejerce una influencia predominante 

en las condiciones económicas, sociales, administrativas, políticas, militares y 

de la seguridad de los países, constituyendo uno de los elementos esenciales 

de su infraestructura”.26  

Del anterior concepto y de todo lo argumentado se puede decir que el 

transporte público es aquel medio de desplazamiento de personas bienes y 

servicios necesarios, para la obtención y distribución de mercancías, así como 

elemento indispensable en los programas, planes y proyectos instituidos por el 

                                                            
24 Cfr. BANCO INTERAMERICANO DE DESARROLLO. Proyectos de Transporte 
Planificación e Implantación,  Segunda reimpresión. Ed. Limusa. México, 1982, pág. 8. 
25 Ídem. 
26 Ibídem, pág. 17. 
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Estado  además de ser un instrumento fundamental para la seguridad y defensa 

de un país. 

 

1.1.7.1.- MODALIDADES. 

El desarrollo del transporte en cada país depende del grado de su tecnología, 

economía, posición geográfica, condiciones sociales, políticas y culturales, 

pudiendo desarrollarse alguna o todas las modalidades que de manera general 

se mencionan a continuación: 

a) POR CARRETERA.- Inicia con al utilización de calzadas para el 

transporte de tracción animal, se modifica gradualmente y deviene una 

evolución técnica de distinto grado. 

 

b) POR FERROCARRIL.- Se inicia para la proyección de atender la 

economía de una época determinada, hoy día viene perdiendo 

relevancia. 

 

c) POR AGUA.- Se caracteriza por el dominio de una técnica anticuada, 

pero en algunos países coexisten sin dificultad con una técnica moderna. 

 

d) POR AIRE.- Aquellos que proporcionan un servicio a larga distancia con 

velocidad insuperable.27 

 

En resumen, después de todo lo elaborado, se ha llegado a la puerta de 

entrada que nos dirige en línea recta al objetivo de esta investigación, en los 

capítulos posteriores que se van a abordar. Empero, se enfocará  a 

continuación y apoyados de todos los conceptos citados con antelación,  al 

estudio del servicio público de transporte, en su modalidad por carretera, 

concretamente autos de alquiler  “taxis” y colectivos, en el Estado de México. 

                                                            
27 Cfr. BANCO INTERAMERICANO DE DESARROLLO, op. cit, pág. 18. 
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CAPÌTULO II 

“LEGISLACIÓN APLICABLE AL TRANSPORTE PÚBLICO EN EL ESTADO 
DE MÉXICO” 

 

2.1.- CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS. 

En nuestra Carta Magna, se contempla dentro de la parte dogmática al servicio 

público y al régimen de las concesiones. 

En ese orden de ideas, el artículo 5º del pacto federal contempla la garantía de 

la libertad de trabajo, en su párrafo primero, pero al mismo tiempo impone una 

obligación al particular de realizar el servicio público de las armas, jurado, 

concejil o elección popular;  esto en virtud de que todo servicio público busca 

satisfacer necesidades de interés general, transformándose de esta manera en 

una garantía para la sociedad.28  

Por otro lado, el artículo 25 del mismo ordenamiento al igual que el numeral 28, 

contemplan una garantía de origen económico y social, vinculado con el 

ejercicio de la libertad y dignidad de los individuos, es decir, el primero de los 

citados; en su primer párrafo confiere la rectoría al Estado para el crecimiento 

económico, empleo distribución del ingreso y riqueza; en su párrafo cuarto pone 

a su cargo áreas estratégicas para el cumplimiento de los fines antes 

señalados; en el párrafo quinto alienta la participación del sector social y 

privado para impulsar el desarrollo de áreas prioritarias; el párrafo séptimo 

previene que la ley establecerá los mecanismos para la organización y 

expansión económica del sector social y toda forma de organización social para 

la distribución , producción, bienes y servicios socialmente necesarios. El 

segundo de los citados; prohíbe los monopolios, prácticas monopólicas, 

estancos y exenciones de impuestos en su párrafo primero; en el párrafo cuarto 

señala que las funciones que el Estado ejerza en las áreas estratégicas  no 

                                                            
28 Cfr. BAZDRESCH, Luis, Garantías Constitucionales, 4ª ed, Ed. Trillas, 1992, pág. 11,12. 
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serán monopolios, por ejemplo: energía eléctrica, petróleo, telégrafos, además 

previene el otorgamiento de concesiones y permisos en las comunicaciones vía 

satélite y ferrocarriles; en el párrafo onceavo señala que en caso de interés 

general y apegándose a la Ley podrá concesionar la prestación de servicios 

públicos. 

Ahora se puede ver claramente, el porque de los artículos que se mencionan 

estan dentro de la parte dogmática, es decir, el interés general se pone  como 

un límite a la libertad individual y sobre todo se le confiere al Estado los 

servicios públicos, ya que estos son los medios por los cuales todos y cada uno 

de nosotros nos allegamos de artículos, medios, elementos, etc., de primera 

necesidad para el desarrollo digno de la persona, así como de la sociedad en 

general, ya que de no ser así la rapacidad y voracidad que también esta dentro 

de la naturaleza del ser humano provocaría que éste se sumergiera en un caos 

total. 

La garantía de orden personal y social que se consagra en el artículo 27 de la 

Constitución Federal, esta concatenada con los preceptos antes señalados, 

pues si es cierto que aquél establece que la propiedad es originaria de la nación 

así como el dominio de todos los recursos naturales; en su párrafo sexto 

establece de manera general el régimen de las concesiones el cual estará 

supeditado al otorgamiento por el ejecutivo federal, las reglas y condiciones que 

establezcan las leyes y sobre todo al principio de inalienabilidad e 

imprescriptibilidad del dominio directo de la nación; la fracción VI del mismo 

precepto establece que los Estados, Distrito Federal y Municipios tienen plena 

capacidad para adquirir y poseer bienes raíces a fin de proporcionar los 

servicios públicos. 

De una deducción lógica se puede decir; que el servicio público de transporte, 

que es un  el elemento importante para integrar la participación del sector 

privado, social, y público, así como para el desarrollo económico de la nación, 

pues coadyuva a satisfacer necesidades colectivas y fundamentales, además 
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de ser acertada su ubicación dentro de la parte dogmática del pacto federal ya 

que en ello encuentra un limite al abuso del particular o de la autoridad.29  

El artículo 8º del pacto federal, contiene el derecho de petición, sumamente 

importante, elevándose a una garantía de orden social puesto que a todos 

interesa que la autoridad conteste las promociones que se le hagan llegar por 

los particulares y sobre todo en un tiempo congruente y breve, es decir, dentro 

de dicha garantía esta implícita la teoría del silencio administrativo 

(regularmente a la autoridad administrativa se le hacen las promociones) la cual 

como ya se vió en el capítulo anterior surge como medio de defensa a favor del 

particular en contra de la inercia de la administración, a fin de que ésta a pesar 

de que no fundamente ni motive (cuestión que se ventilará posteriormente en 

los tribunales competentes) si conteste ya que la autoridad se estableció para 

servir al público. 

El artículo 115 del mismo ordenamiento nos habla de la forma de organización 

de los Estados, política y administrativa, en la que tendrán como base al 

Municipio libre, así entonces; la fracción III contempla los servicios públicos que 

estarán a cargo del Municipio por ejemplo: agua potable, panteones, rastros, 

etc., el inciso i) de la misma fracción señala que éstos observarán las Leyes 

federales y estatales sin perjuicio de su competencia constitucional para la 

prestación de servicios públicos; la fracción V, inciso h), los faculta para 

intervenir en la aplicación de programas de transporte público de pasajeros 

cuando por ese hecho se afecte su ámbito territorial.     

Del articulo anterior se desprende, que los Municipios estarán sujetos a las 

leyes federales y estatales, además de coadyuvar en la ejecución de los 

programas que las entidades federativas emitan al respecto sobre el transporte 

público de pasajeros, interpretando lo antepuesto como una prohibición  hacia 

sus funciones o prestación de servicios, sino estan expresamente contemplados 

                                                            
29 ARTEAGA NAVA, Elisur, Derecho Constitucional, 2ª ed, Ed. Oxford, 2001, pág. 41. 
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por la constitución federal o local o ley que emita la entidad federativa 

correspondiente.30   

Por último el artículo 124 de la Carta Magna dice: 

“Las facultades que no estan expresamente concedidas por 
esta constitución a los funcionarios federales, se entienden 
reservadas a los Estados.” 

 

En ese orden de ideas, se encuentra fundamento constitucional  para decir que: 

el servicio público de transporte de pasajeros, esta implícito en el concepto de 

servicio público que contempla la constitución, que esta sometido al régimen 

general de las concesiones, y que es una facultad reservada al los Estados 

dentro de su ámbito territorial y el cual es ejercitado por el ejecutivo a través de 

la administración pública local. Esto último de acuerdo a la teoría de la división 

de poderes y forma de gobierno en el Estado Mexicano. 

 

2.2.- LEY GENERAL DE SOCIEDADES MERCANTILES. 

En razón de que la Ley de Sociedades Mercantiles, constituye una base legal 

para el servicio de transporte público en el Estado de México, tal como lo 

establece el Manual General de Organización de la Secretaria de Transporte de 

la misma entidad federativa y, además de que, dicho servicio se realiza por lo 

regular por sociedades lucrativas y no lucrativas, por ende, se abordará de una 

manera muy general y breve a los aspectos que se consideran más relevante 

para nuestros fines. 

Así entonces, dicha Ley en su  artículo primero, señala varias especies de 

sociedades, pero es de nuestro interés la señalada en la fracción IV; o sea, la 

Sociedad Anónima,  la cual puede constituirse como de capital variable, es 

decir, susceptible de aumento del capital social por aportación de los socios o 

admisión de nuevos socios o viceversa tal como se establece en su art. 213. 

                                                            
30 Cfr. ARTEAGA NAVA, Elisur, pág. 502. 



28 
 

Dicha sociedad, deberá inscribirse en el Registro Público de Comercio, 

constituirse ante notario público, como puntos esenciales en su escritura 

constitutiva; el objeto de la sociedad, su razón social, importe del capital social, 

la aportación de cada socio en dinero o en especie, entre otros, lo cual 

constituirán los estatutos de la misma, tal como se establece en los art. 2º, 5º, 

6º, de la ley citada.  

Además, la representación de la sociedad será a través de su administrador(es) 

mediante poder otorgado por la asamblea u órgano colegiado, en otro sentido el 

reparto de las ganancias o pérdidas será de manera proporcional, así lo señala 

el art. 10º, 16, fracción I, de la ley. 

Los requisitos esenciales  para la constitución de una sociedad anónima son: 

mínimo dos socios y el capital social no menor de cincuenta mil pesos y, 

consideramos como de validez la exhibición del dinero en efectivo o el valor de 

la especie, es relevante mencionar que se considera fundadores a los 

otorgantes del contrato constitutivo social, tal como lo indican los artículos. 89 y 

103, fracción II, de la ley. 

En relación a lo dicho, las acciones en que se divide el capital social, se 

representan a través de títulos nominativos los cuales acreditan la calidad y 

derechos de socio, de esta manera lo establece el art. 111 de la Ley. 

Ahora bien, es conveniente destacar lo siguiente del art. 59, fracción I, III, inciso 

a), y 64 del Reglamento de Transporte Público y Servicios Conexos del Estado 

de México, en virtud de su vinculación con lo antes mencionado, y el numeral 

63. 

“Art. 59.- Las sociedades mercantiles titulares de 
concesiones…, deberán prevenir lo siguiente:   

I. Toda aportación de concesiones a favor de la 
sociedad se hará en forma irrevocable. 

II. … 
III. Se…causas de exclusión de socios…: 
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a) La creación de administración diversa a la 
administración formal de la sociedad.” 

 

Como se puede observar, del artículo transcrito se refiere a las sociedades 

Mercantiles y, exclusivamente en éstas la creación de una administración diversa 

de la formal impone como sanción la exclusión de socios, además de que para 

efectos del transporte dichas sociedades pueden ser titulares de concesiones. 

“Art. 64.- Los concesionarios..., podrán integrar 
organizaciones sociales de carácter no lucrativo,…y sin que 
dichas organizaciones puedan ser titulares de 
concesiones…,” 

 

Del artículo mencionado, es claro que se refiere a organizaciones no lucrativas, 

además de que no pueden ser titulares de concesiones y al contrario de lo 

antepuesto no establece nada al respecto de que los socios estén impedidos 

legalmente para conformar una administración paralela a la formal. 

“Art. 63.- La Secretaría promoverá,…, la integración en 
sociedades mercantiles, de aquellos concesionarios que 
no estando obligados deseen hacerlo.” 

 

El anterior artículo,  prevé la posibilidad de que concesionarios no obligados a 

constituirse en Sociedad Mercantil lo hagan si esa es su voluntad, conciliando 

de esta manera los dos artículos transcritos anteriores a él. 

De esto último y en relación a lo que le antecede se puede interpretar que no es 

exclusivo para las sociedades no lucrativas, sino que basta que dos 

concesionarios tengan la voluntad de hacerlo para integrarse en sociedad 

mercantil, independientemente de que éstos pertenezcan o no a una sociedad 

sin fines de lucro, tal y como se estudiará en el siguiente capítulo de ésta 

investigación. 
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2.3.- LEY FEDERAL DE COMPETENCIA ECONOMICA. 

Es necesario abordar la referida ley, en virtud de que el Servicio Público de 

Transporte en el Estado de México, se encuentra dentro del mercado de bienes 

y servicios que demanda la sociedad. 

 Dicho lo anterior, el mencionado servicio es prestado por lo regular a través de 

personas físicas o morales mediante  concesión o autorización que otorga la 

autoridad administrativa en materia de transporte. 

Luego entonces, no puede pasar por desapercibida la posibilidad de que alguna 

de esas personas físicas o jurídicas o incluso la autoridad administrativa, 

puedan estar gestando monopolios, realizando practicas monopólicas  u alguna 

otra restricción al proceso de competencia y libre concurrencia. 

Es por ello que la referida ley se aplica a todas las área de la actividad 

económica, por ende, al no encontrarse el servicio público de referencia dentro 

de las excepciones del párrafo cuarto y séptimo del 28 constitucional o de las 

señaladas por la misma ley citada de antemano, es claro, que el servicio publico 

de transporte mencionado y los sujetos participes en el, quedan sujetos a lo 

previsto por la ley en comento en lo relativo a competencia económica, así se 

puede ver de los artículos 1, 4, 5, 6, de la citada ley. 

De esa tesitura, tenemos que el objeto de la ley es;  proteger la competencia 

leal y libre concurrencia, y de igual forma la eliminación de monopolios y 

practicas monopólicas de los sujetos obligados a ley mencionada a saber: 

personas físicas o morales, con fines o no de lucro, dependencias y entidades 

de la administración pública en los tres niveles de gobierno, así como cámaras 

empresariales, agrupaciones de profesionistas entre otros, tal como se 

desprende de sus artículos 2, 3, de la señalada ley. 

A mas de lo antepuesto, las practicas monopólicas se repudian es por ello que 

la ley en concepto ha establecido clasificarlas como absolutas; consistiendo en 

contratos, convenios o arreglos entre agentes económicos (entendidos estos 
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como los mencionados por adelantado) competidores entre si para manipular el 

precio de bines o servicios, limitar la producción o prestación de esos bienes o 

servicios o el dividir el mercado de bienes o servicios, tal como se puede ver del 

articulo 9 de la Ley Federal de Competencia Económica y, relativas; los actos, 

contratos, convenios, procedimientos o combinaciones que puedan o desplacen 

indebidamente, o impidan sustancialmente el acceso a otros agentes 

económicos o establezcan ventajas exclusivas a favor de una o varias 

personas, tal como lo estima el articulo 10 del ordenamiento legal mencionado. 

De lo expuesto se puede discernir, que  la intención de esta investigación no es 

el hacer un análisis exhaustivo del referido ordenamiento,  pero, pese  a lo 

conciso de lo expresado,  por supuesto sin perjuicio de una posible futura 

investigación en este ámbito, es innegable que la prestación del Servicio 

Público de Transporte en el Estado de México, intervienen varios agentes 

económicos sujetos a la referida ley, pues el mencionado servicio es una 

actividad económica que trasciende a la economía del estado, pudiendo incurrir 

cualquiera de los mencionados agentes en una practica monopólica absoluta o 

relativa en los términos establecidos por el referido ordenamiento y su 

reglamento. 

 

2.3.- CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE 
MÉXICO. 

El artículo 34 de la Constitución del Estado de México, contempla la división de 

poderes para el ejercicio del poder público, es decir, Legislativo, Ejecutivo, y 

Judicial; remitiéndonos al  art. 65 el cual contempla al poder ejecutivo; 

trasladándonos al art. 77 donde señala las facultades y obligaciones de éste, 

estableciendo la fracción VI, su obligación de planear y conducir el Desarrollo 

integral el Estado, así como de ejecutar el plan estatal de desarrollo y los 

programas que deriven de éste entre otras, de igual forma la fracción XXIX, lo 

faculta para crear lo organismos auxiliares los cuales quedaran sujetos a la ley 
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reglamentaria que expida al respecto. Así entonces dentro de esta parte 

orgánica y expresamente dentro del art. 78 se encuentra a la administración 

pública local la cual estará presidida por el ejecutivo seguido de las 

dependencias y organismos auxiliares que las leyes establezcan para el 

despacho de los asuntos que la Ley suprema del Estado le encomienden a 

aquel. 

Por otro lado, el art. 5º de la misma Ley fundamental contiene las garantías, 

derechos y libertades, así como la de igualdad para los individuos; es saludable 

mencionar que el art. 15 propicia la participación de las organizaciones civiles 

para coadyuvar a dar contenido al plan de Desarrollo del Estado y sus 

respectivos programas, a fin de propiciar y facilitar la participación de los 

habitantes en obras y servicios públicos. Dentro del art. 29, en su fracción IV Y 

V, prevén la libre asociación y organización de los ciudadanos del Estado, a fin 

de que participen en los asuntos políticos de la misma entidad y en la atención 

de sus necesidades. Lo anterior, se vincula con el art. 122 en párrafo segundo, 

el cual establece que los servicios públicos que prestará el Municipio serán los 

señalados específicamente en el art. 115, fracción III, del pacto federal y, 

además, su participación coordinada con el Gobierno del Estado en los planes y 

programas estatales; En este sentido el art. 139 sostiene que el desarrollo de la 

entidad será a través del Sistema Estatal de Planeación Democrática con base 

en el Plan de Desarrollo de la entidad, y en la fracción I, último párrafo, prevé la 

participación de los ciudadanos individualmente o a través de agrupaciones en 

el proceso de planeación democrática, para la formulación de planes y 

programas estatales, a fin de impulsar el desarrollo de las comunidades. 

De lo señalado podemos discernir, que el desarrollo de la entidad tanto social, 

política, cultural, económica, etc., esta a cargo del ejecutivo a través de la 

administración pública; también es cierto que esta Ley Suprema integra la 

participación de los habitantes de la entidad ya sea de forma individual o en 

agrupaciones, puesto que estos son los sujetos directamente afectados o 

beneficiados por los planes y programas que se ejecuten al respecto. Empero la 
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participación de los ciudadanos en el servicio público de transporte, es más que 

una posibilidad, es un derecho en virtud de que dicho servicio esta regulado en 

la ley e integrado en los planes y programas para el desarrollo de la entidad así 

como íntimamente vinculado con la economía de la misma y de sus habitantes.   

 

2.4.- CÓDIGO ADMINISTRATIVO DEL ESTADO DE MÉXICO. 

A partir de este momento se adentra a las diferentes disposiciones legales, las 

cuales regulan y contemplan la diversidad de lo que implica el servicio público 

de transporte, en concreto al de pasajeros, taxis y colectivo, para tratar con 

justicia  a dichos conceptos y a fin de tener una mejor claridad y entendimiento 

de como son manejados el transporte de pasajeros, así como de algunas 

facultades y atribuciones de las autoridades respectivas al transporte.  

Así entonces, tenemos que el código sustantivo en materia administrativa, 

contempla al servicio público de transporte como de utilidad pública, interés 

general y orden público, por ende, es objeto de dicho código el regular al 

transporte tal y como se desprende de los art. 1.1, fracción VI, 7.1, 7.3, del 

citado código; por otro lado y dentro del mismo se puede interpretar de los art. 

1.37, 7.24, que las personas físicas y morales pueden ser autorizadas para 

prestar el servicio público de transporte, empero, el de pasajeros en su 

modalidad de colectivo e individual.  

En ese orden de ideas, el referido código hace alusión a la figura de la 

concesión para la prestación del servicio que se estudia (transporte público de 

pasajeros) en sus diferente modalidades (colectivo e individual), a través de 

personas físicas o sociedades mercantiles; así mismo de manera general 

prohíbe el acaparamiento o acumulación, la posibilidad del prórroga sobre las 

concesiones, la necesidad  de permiso sobre los servicios conexos; por otro 

lado enuncia los lineamientos por los que se regirá la prestación del servicio 

mencionado por los concesionarios, así se puede ver fácilmente de los arts. 

7.28, 7.30, 7.31, 7.33, 7.34, del código administrativo antes aludido. 
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Así mismo, menciona como autoridades del transporte principalmente al 

Gobernador del Estado quien esta facultado para otorgar concesiones relativas 

al transporte público y Secretaría de Transporte a quien le corresponde 

matricular los vehículos afectos al transporte de pasajeros, el autorizar las rutas, 

cambios de bases, además ésta emitirá las disposiciones y actos 

administrativos, para regular y reordenar el transporte, así como para prorrogar 

las concesiones del mismo, etc. Por otro lado, el Registro Estatal de Transporte 

integrara la información vinculada al transporte, así lo establecen los art. 7.4, 

7.25, 7.37, 7.43, 7.47, Décimo primero de dicho ordenamiento. 

Se puede establecer entonces que, el servicio público de transporte de 

pasajeros en su modalidad de taxi y colectivo se consideran de utilidad pública, 

orden público e interés general; que las personas físicas y morales pueden ser 

autorizadas a través de la figura de la concesión  para la prestación de dicho 

servicio y que las autoridades del transporte principales son: el Gobernador del 

Estado y la Secretaría de Transporte teniendo ambas el deber jurídico no sólo 

de velar por el bienestar del servicio que se estudia sino también del régimen 

jurídico legalmente estatuido.  

 

2.5.-  REGLAMENTO DE TRANSPORTE PÚBLICO Y SERVICIOS CONEXOS 
DEL ESTADO DE MÉXICO. 

Ahora bien, se observará como se reglamenta concretamente el servicio público 

de transporte de pasajeros, es decir, cómo es y funciona dicho servicio. 

Empero, el objeto del reglamento en comento es regular el servicio público de 

transporte caracterizándolo como regular y discrecional, es ahí donde se 

encuentra el transporte colectivo e individual respectivamente; clasificando para 

el servicio regular los derroteros, rutas, etc.,  y; para el servicio discrecional 

sitios y lanzaderas, todo esto se encuentra  dentro de los numerales. 1, 12, 13, 

65, 81, del citado reglamento. 
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De igual forma, señala que la autoridad de transporte matriculara los vehículos 

afectos al servicio tantas veces mencionado, así como el de considerar conexos 

al mismo, las terminales y las bases, además de establecer las excepciones 

para las concesiones vencidas tal y como puede observarse de los art. 100, 

121, séptimo transitorio del mismo reglamento. 

Así mismo, reglamenta la figura de la concesión específicamente al servicio 

público de transporte de pasajeros en la modalidad de colectivo e individual, el 

cual podrá se prestado directamente por el Estado, personas físicas o morales, 

además prevé la prórroga a la vigencia de las concesiones, así como la 

garantía de audiencia en cualquier caso que tenga por objeto la terminación de 

la concesión*, también señala que las autorizaciones son complementarias de 

las concesiones, es decir, las rutas, lanzaderas, bases, sitios, etc., tal como 

señalan los art. 2, 15, 30, 37, 50, 51 del referido reglamento. 

Por otro lado, prevé a las sociedades mercantiles como titulares de 

concesiones, además de señalar a éstas que deberán estar inscritas dentro del 

Registro Público de Comercio y Registro de Transporte; también establece para 

las asociaciones no lucrativas la prohibición de ser titulares de concesiones y la 

posibilidad para aquellos concesionarios que no estén  obligados a constituirse 

en sociedad mercantil lo hagan si es su voluntad, tal como se desprende de los 

arts. 59, 61, 63, 64, del ya tan conocido reglamento. 

Como se puede ver de todo lo anterior,  el servicio público de transporte de 

pasajeros se prestara a través de concesión otorgada por el Gobierno del 

Estado de México, a persona física o moral o directamente el Gobierno, de igual 

forma se desprende como operara el servicio mencionado y la autoridad 

competente encargada de velar por dicho servicio, que en este caso será la 

Secretaría de Transporte y sus unidades auxiliares y facilitar todos los 

elementos necesarios a aquellos particulares que presten el referido servicio, 

también hace mención de  la garantía de audiencia en beneficio de éstos, en 

relación a esto, se  considera acertada en virtud de que el servicio público que 
                                                            
* ANEXO. 1. 
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se estudia se topa en la realidad constantemente frente a lo contingente  sea 

por caso fortuito o fuerza mayor. 

 

2.6.- LEY ORGÁNICA DE LA  ADMINISTRACIÓN PÚBLICA DEL ESTADO 
DE MÉXICO. 

Ahora, se mencionará de una manera muy general como contempla la citada 

ley, a la administración del Estado de México y en específico a la Secretaría de 

Transporte. 

De esa forma tenemos que, la referida ley señala que será el Gobernador  de la 

entidad quien expida las disposiciones legales que regulen el funcionamiento de 

las dependencias del ejecutivo, así como el autorizar la expedición de los 

manuales administrativos, también refiere que al frente de cada secretaría 

existirá un titular el cual formulara proyectos de ley, reglamentos, decretos, 

acuerdos, según su competencia, así lo establecen los arts. 8, 15, 17, de la Ley 

mencionada. 

Entonces en ese sentido, el titular del ejecutivo se auxiliará de la Secretaría de 

Transporte y, ésta a su vez ejecutara los programas y acciones para el 

desarrollo del Transporte, así como el de regular y controlar las concesiones  y 

autorizaciones relativas al servicio público de transporte, además de estar a 

cargo del Registro Estatal de Transporte y el de matricular los vehículos 

destinados a ese servicio. Posteriormente, se observará con un poco de más de 

detalle el funcionamiento de dicha dependencia 

 

2.7.- REGLAMENTO INTERNO DE LA SECRETARÍA DE TRANSPORTE DEL 
ESTADO DE MÉXICO. 

Como ya se observó anteriormente, la dependencia encargada de velar por el 

bienestar del servicio público de transporte de pasajeros corresponde a la 
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Secretaría de Transporte, ésta a su vez se auxilia de diferentes unidades 

administrativas como son: Subsecretaría, Dirección de Servicios al 

Autotransporte, Direcciones Generales de Operaciones, Dirección de 

Concesiones y Registro, Dirección del Registro Estatal de Vehículos, 

Delegaciones Regionales, entre otras. Dichas unidades se conducirán con base 

al Plan de Desarrollo del Estado, Programas Regionales y Sectoriales, así lo 

establecen los arts. 3, 4, de dicho reglamento. 

Por otro lado, la expedición de concesiones y autorizaciones es atribución del 

Secretario; mientras que para suscribir ordenes de pago, trámite para otorgar 

concesiones*y autorizaciones de emplacamiento corresponde al Subsecretario; 

la Dirección General de Servicios al Auto transporte, se encarga de suministrar 

la matriculación de los vehículos afectos al servicio público que se estudia, 

además de coordinarse con la Dirección de Concesiones y Registro para 

otorgar el emplacamiento ; por lo que respecta a la Dirección General de 

Operaciones del Transporte, autorizará la creación de rutas, ordenar el cambio 

de bases, intervenir en los conflictos entre concesionarios por motivos del 

transporte, además de supervisar que los Delegados cumplan con sus 

funciones y actividades; en cuanto a la Dirección de Registro Estatal de 

Vehículos le corresponde elaborar, diseñar y aprobar los formatos y 

documentos para el control vehicular  de servicio público; en lo relativo a los 

Delegados Regionales, tramitarán los asuntos de los prestadores del servicio 

público, de igual forma colaborarán a la solución de conflictos entre 

concesionarios relativos al transporte, además auxiliarán a sus superiores 

jerárquicos para el cumplimiento de sus atribuciones;  por lo que se refiere a los 

Subdelegados de Operación del Transporte, se resaltan tres cuestiones 

respecto a sus facultades siendo, el representar al Delegado Regional, el 

auxiliar en el trámite de los asuntos de los prestadores de servicios y el de 

analizar y recibir las solicitudes para el cambio de elementos de la concesión; 

por último es de mencionar que a los Subdelegados de Servicios al Auto 

transporte, les corresponde el realizar los trámites de cambios de unidad, 
                                                            
* ANEXO. 2. 
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transferencias, prorrogas y reubicación de concesiones entre las más 

importantes. Así se desprende de los art. 6, fracción XVII; 10, fracción XII; 14, 

fracción IV, VI; 15, fracción V, VIII, XIV; 19, fracción V; 24, fracción I, IV, XV, 

XVII; 25, fracción VII, I; 26, fracción XI; cuarto transitorio del referido 

reglamento. 

Como se puede ver, se delimita claramente en el citado ordenamiento, sus 

facultades y atribuciones que tiene la Secretaría y sus respectivas unidades 

administrativas. Sin embargo, a pesar de ello en la vida cotidiana ésta 

institución en muchas ocasiones es secuestrada por los servidores públicos que 

en ella se desempeñan, no ajustándose a lo que expresamente les señala la ley 

o utilizándola en su beneficio o en beneficio del poder económico.  

 

2.8.- MANUAL GENERAL DE ORGANIZACIÓN DE LA SECRETARÍA DE 
TRANSPORTE DEL ESTADO DE MÉXICO. 

En lo relativo a la disposición legal citada, solamente se hará alusión a las 

funciones de cuatro unidades administrativas las cuales son: PRIMERO, la 

Dirección General de Operación  del Transporte Zona III, la cual tiene por 

objetivo el desarrollo del servicio que en cuestión se estudia, a través de la 

aplicación y ejecución de las disposiciones legales que rigen la materia y, entre 

sus funciones destacan, el otorgar concesiones, el intervenir en los conflictos 

entre concesionarios, el supervisar que los Delegados Regionales cumplan con 

sus atribuciones y de coordinarse en la Dirección General de Servicios al Auto 

transporte para la matriculación de los vehículos afectos al servicio de 

transporte. 

SEGUNDO, la Delegación Regional de Texcoco, siendo el objetivo de ésta el 

coadyuvar  en la promoción y regulación de actividades para el desarrollo del 

servicio público de transporte, algunas de sus funciones son: el recibir, tramitar 

y resolver  solicitudes en cuanto a autorizaciones de bases, derroteros, etc., 

integrar, registrar y actualizar la información relativa a autorizaciones para el 
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servicio público de transporte y coadyuvar con sus superiores jerárquicos  para 

el cumplimiento de sus atribuciones. 

TERCERO, la Subdelegación de Operación de Transporte Texcoco, la cual 

tiene como objetivo la regularización de las actividades para el desarrollo del 

servicio tantas veces referido, mediante la ejecución y aplicación de las 

disposiciones legales que rigen la materia, en cuanto a sus funciones destacan, 

el integrar los expediente relativos al cambio de elementos de la concesión y el 

coadyuvar con sus superiores jerárquicos al cumplimiento de sus atribuciones. 

CUARTO, la Subdelegación de Servicios al Auto transporte Texcoco, cuyo 

objetivo tiene el tramitar y atender las solicitudes respecto a la expedición de 

tarjetas de circulación, emplacamiento, conforme a los planes, proyectos y 

programas establecidos por la Secretaría de Transporte, respecto a sus 

funciones destacan, el recibir, revisar y cotejar los documentos que presenten 

los particulares para la realización de trámites, hacer requerimientos a la 

Dirección General de Servicios al Auto transporte para la expedición de placas 

de circulación, emitir los documentos en relación con los cambios de unidad, 

transferencia y prorroga de concesiones y, coadyuvar con sus superiores 

jerárquicos al cumplimiento  de sus funciones. 

Las unidades administrativas antes mencionadas, son las correspondientes a la 

Zona III, Oriente, Región XI, Texcoco, pues, es ahí en donde surge la 

problemática que se estudiara a fondo en el tercer y último capítulo de ésta 

investigación. 
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CAPÌTULO III 

“PROGRAMA DE REOORDENAMIENTO INTEGRAL DE TRANSPORTE EN 
EL ESTADO DE MÈXICO” 

 

3.1.- DIVERSAS SOCIEDADES. 

Ahora bien, para poder entrar al análisis concreto del objetivo de la presente 

investigación,  antes,  es necesario conocer algunos elementos y características 

de las Asociaciones Civiles y Sociedades Cooperativas, en virtud de que el 

programa de reordenamiento integral de transporte en el Estado de México, 

ordena mediante acuerdo de 27 de mayor de 2003, publicado el día siguiente 

en la Gaceta de Gobierno; que los concesionarios del transporte público que se 

encuentran agrupados en Asociaciones Civiles o Sociedades Cooperativas se 

constituyan en Sociedades Mercantiles. Y en su numeral TERCERO señala dos 

opciones mediante transformación o nueva creación en sociedades mercantiles, 

manteniendo aquellas su misma razón social y cambiando únicamente las 

siglas  “A. C.” por la correspondiente a la sociedad mercantil. 

Por otro lado, es necesario recordar que en México la constitución de 

sociedades encuentra su fundamento en el Art. 9 del Pacto federal, el cual 

consagra el Derecho de Asociación, pero, es a través de contrato que estas se 

constituyen tal y como se establece en la diversa legislación que en México las 

regula. 

En ese orden de ideas, surge la incógnita de si el referido acuerdo es 

inconstitucional o no, a lo cual solo se abordara de manera muy general, breve 

y solo en relación a la viabilidad de la transformación o nueva creación en 

sociedades mercantiles, sobre las sociedades afectadas por el acuerdo antes 

señalado. 

Bajo tales condiciones, es menester señalar que el objetivo principal de esta 

investigación radica en los efectos posteriores a la emisión y publicación del 
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acuerdo antes señalado, básicamente a su ejecutividad y sobretodo a la falta de 

ejecutividad en algunas sociedades. Y no agotar ni desarrollar por completo la 

posible inconstitucionalidad o no del acuerdo de 27 de mayo de 2003, publicado 

el día siguiente en la Gaceta de Gobierno, es por ello que solo se tratarán  

algunos aspectos de las sociedades involucradas en el acuerdo antes 

mencionado, a fin de establecer algunas de sus diferencias o similitudes y estar 

en posibilidad de dar una opinión acerca de si es o no inconstitucional el 

acuerdo referido en relación a la viabilidad de transformación o nueva creación 

en sociedades mercantiles, además a fin de obtener una mejor comprensión en 

la relación que guardan las asociaciones civiles y el acuerdo señalado, 

anexaremos lo relativo a las sociedades civiles en  el siguiente cuadro 

comparativo. 

Sociedad Características Natura-
leza 
jurídica 

Constitució
n 

Régimen 
jurídico 

Disolución y 
liquidación  

Asociació
n civil. 

-Contrato. 
-no transitoria. 
-2 o más 
personas. 
-fin común. 
-no carácter 
preponderantem
ente económico. 
-Art. 7.885 

Civil. -Contrato. 
-escritura 
pública. 
-inscrita en 
el registro 
público de 
la 
propiedad. 

Código 
civil del 
Estado 
de 
México. 
 

Por las 
señaladas 
en los 
estatutos o 
en la ley. 
Art.7.905 
 
No existe 
proceso de 
liquidación. 

Sociedad 
civil. 

-Contrato. 
-fin común. 
-preponderante-
mente 
económico. 
-no especulación 
comercial. 
-división de 
ganancias o 
perdidas. 
-Art.7.909 

Civil. -Escritura 
pública. 
-inscrita en 
el registro 
público de 
la 
propiedad. 

Código 
civil del 
Estado 
de 
México. 

Disolución, 
por las 
señaladas 
en el Art. 
7.935, 
fracción I-
VIII. 
-liquidación 
de 
inmediato 
una vez 
disuelta. 
-plazo 6 
meses. 
-reparto de 
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utilidades o 
perdidas. 

Sociedad 
Cooperati
va. 

-organización 
social. 
-personas 
físicas. 
Intereses 
comunes. 
-principios de 
solidaridad, 
esfuerzo propio y 
ayuda mutua. 
-satisfacción de 
necesidades 
individuales y 
colectivas. 
-actividades 
económicas de 
producción, 
distribución, 
consumo de 
bienes y 
servicios. 
-Art.2 
 

Mercan
til. 

-capital 
variable. 
-igualdad. 
-1 voto por 
socio. 
-duración 
indefinida. 
-5 socios 
mínimo. 
-asamblea 
general. 
-acta de 
asamblea, 
ratificada 
ante 
notario, 
corredor 
público o 
autoridad 
local o 
federal 
judicial o 
administrati
va. 
-inscrita en 
el registro 
publico de 
comercio. 
 

Ley 
general 
de 
sociedad
es 
cooperati 
vas. 
 
Ley 
general 
de 
sociedad
-es 
mercanti-
les. 
 
Leyes 
que rigen 
las 
materias 
especifi-
cas. 

-disolución, 
por alguna 
de las 
señaladas 
en la ley, 
Art. 66. 
-liquidación, 
conocen los 
órganos 
jurisdiccióna
les civiles. 
-
liquidadores
, proyecto 
de 
liquidación. 
-aplicación 
del fondo de 
reserva, 
previsión 
social  y 
activo de la 
sociedad 
conforme a 
la ley, Art. 
66 a 71. 

 

De lo precedente, se infiere que lo señalado por el acuerdo tantas veces 

mencionado conlleva a una serie de consecuencias no solo teóricas sino 

también prácticas, es decir, que en cuanto a las asociaciones civiles, llevar 

acabo su transformación o nueva creación en sociedades mercantiles, quedan 

sometidas al régimen jurídico mercantil y un nuevo estatus en el régimen 

jurídico fiscal, o sea, se consideraran como comerciantes y obviamente  

realizaran actos de comercio,  por consecuencia obtendrán una especulación 

comercial, cuestiones a las cuales no ahondaremos puesto que rebasa por 

mucho lo planeado para este trabajo. 
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En esa tesitura, primero se analizarán  las asociaciones civiles en lo relativo a 

su transformación o nueva creación en sociedades mercantiles, para 

posteriormente  hacerlo en el mismo sentido con las sociedades cooperativas. 

Ahora bien, por transformación se entiende: “(Del. Lat. Transformatio, onis). f. 

Acción y efecto de transformar.; por transformar: (Del. Lat. Transformare). tr. 

Hacer cambiar de forma a alguien o algo u. t. c. prnl. Y por forma: (Del. Lat. 

Forma). f. configuración externa de algo. //10. Der. Conjunto de requisitos 

externos o aspectos de expresión en los actos jurídicos. //11. Der. Conjunto de 

cuestiones procesales en contraposición al fondo del pleito o causas.31 

Como se puede observar, de las definiciones mencionadas se infiere que tales 

conceptos no se refieren a cuestiones de fondo sino externas. Jaime 

Domínguez y Cuauhtémoc Reséndiz, señalan: “Nada impide que, habiéndose 

constituido bajo la forma de sociedad civil, se adopte la forma de una sociedad 

mercantil. Para ello bastaría el acuerdo correspondiente. Los obstáculos, sin 

embargo, se encuentran en lo siguiente: la continuidad de la personalidad 

jurídica de la sociedad, y el cumplimiento de la formalidad de que la persona 

moral se encuentre inscrita en el Registro Público de  comercio (si es una 

sociedad mercantil) o en el Registro de Sociedades civiles (si es una sociedad 

civil).” 32 

Es cierto, el primero de los obstáculos que señalan los citados autores es el de 

mayor envergadura, pero, debe de tomarse en cuenta que a pesar de la rigidez 

de las normas, las expectativas de la vida practica las rebasan por mucho, es 

decir, las normas de Derecho deben de evolucionar conjuntamente con las 

necesidades reales y cotidianas de la vida diaria, en suma, en nuestra opinión y 

como lo hacen los mismos autores antes señalados dentro de la misma obra 

citada al pie de página, la personalidad jurídica no solo debe continuar sino que 

continua.  

                                                            
31 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA. Diccionario de la Lengua Española, 22º ed, Ed. Espasa, 
Calpe, Madrid, 2001, pág. 2011, 1076 y 1077. 
32 DOMÍNGUEZ OROZCO,  Jaime, et al. Sociedades y Asociaciones Civiles, 14ª. ed. Ed. 
“IMESA”. México, 2005, pág. 31 
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Por otro lado, Manuel García, indica que el concepto de transformación es: “un 

acto jurídico por el cual una sociedad mercantil constituida en alguna de la 

formas establecidas en el art. 1º. LGSM, la cambia por otra, de las ahí mismo 

enumeradas o adopta cualquier otro tipo legal de sociedad, inclusive no 

mercantil, mediante modificación a las estipulaciones del contrato social 

concernientes a la responsabilidad de los socios y/o a la organización y 

funcionamiento de la sociedad. Por las mismas razones, también se habla de 

transformación cuando una sociedad no mercantil adopta cualquiera de las 

formas establecidas en el art. 1º, LGSM.”33 

Del señalado concepto, se establece que las sociedades no mercantiles (por 

ejemplo las asociaciones civiles), puede adoptar un nuevo tipo legal, en el 

régimen mercantil en razón del principio de la autonomía de la voluntad 

mediante transformación, a través de un acto jurídico por el que externen dicha 

voluntad. 

En ese orden de ideas, Manuel García señala: “… si nos atendemos al contexto 

de la Ley, estimamos que la transformación no implica la extinción de la 

transformada, sino su subsistencia bajo un nuevo tipo legal, por las siguientes 

razones : PRIMERA Porque la transformación no supone la existencia de una 

sociedad incorporante, ni impone la necesidad de constituir una nueva, sino la 

de modificar el contrato social…en lo concerniente a la responsabilidad de  sus 

socios y a su régimen de organización y funcionamiento.; SEGUNDA Porque, 

…no hay transmisión a titulo universal de los bienes, derechos y obligaciones 

de la trasformada con las consecuencias que esto conlleva.; TERCERA Porque, 

…, de ninguna parte de la LGSM se infiere que la personalidad jurídica de una 

especie de sociedades sea diferente a la de otra especie,…”. 34 

En efecto, como puede observarse de todo lo antes mencionado una sociedad 

no mercantil puede adoptar un nuevo tipo legal dentro del régimen mercantil  

                                                            
33 GARCÍA RENDÓN, Manuel. Sociedades Mercantiles, Ed. Harla. México, 1993, pág. 535. 
34 GARCÍA RENDÓN, Manuel, op. cit, pág. 537. 
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mediante transformación, puesto que no  implica su extinción y las 

consecuencias de ella. 

Sirve de apoyo a todo lo anterior la tesis del rubro: SOCIEDAD CIVIL. 

TRANSFORMACIÓN A SOCIEDAD MERANTIL. De la Octava época, 

Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la 

Federación, IV. Segunda Parte-1, julio a Diciembre de 1989, Página: 522, 

Materia Civil, que dice: 

“SOCIEDAD CIVIL. TRANSFORMACION A SOCIEDAD 
MERCANTIL.  

El artículo 227 de la Ley General de Sociedades 
Mercantiles, prevé que las sociedades de esa índole a que 
se refieren las fracciones I a V del artículo 1 de dicha ley, 
pueden adoptar cualquier otro tipo legal; pero no prohíbe, 
ni ninguna otra disposición de la materia lo hace, que las 
sociedades civiles se conviertan o adopten algún tipo de 
sociedades mercantiles. Por el contrario, conforme a los 
artículos 2688 y 2695 del Código Civil para el Distrito 
Federal, se advierte con meridiana claridad que una 
sociedad constituida en principio como civil, puede 
convertirse en sociedad mercantil, no sólo cuando adopta 
una forma o tipo de sociedad mercantil, sino también 
cuando la sociedad, constituida formalmente como civil, 
tiene una finalidad comercial especulativa, caso este 
último, en el que a pesar de tener la forma civil, la sociedad 
estará regulada por el Código   de Comercio. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL 
PRIMER CIRCUITO.”35 

Ahora bien, es cierto que la tesis citada, se refiere a sociedades civiles, pero, 

también es cierto que por analogía es aplicable a las asociaciones civiles, es 

decir, que no hay precepto legal que les prohíba transformarse en sociedad 

mercantil o que les indique que para poder hacerlo tengan que disolverse o 

liquidarse. 

                                                            
35 SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACION Y SU GACETA, De la octava época, 
Tribunales Colegiados de Circuito, IV. Segunda parte -1, julio a diciembre 1989, pág. 522. 
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Así entonces, si por inconstitucional tenemos: “Aquella ley o acto que es emitido 

o ejecutado por la autoridad del Estado en contravención con las disposiciones 

que establece la constitución, con violación o no a las garantías individuales del 

gobernado.”36 

En ese sentido y de todo lo antes expuesto, en lo relativo a las asociaciones 

civiles, el acuerdo que les ordena que se constituyan mediante transformación o 

nueva sociedad en sociedad mercantil, en nuestra opinión no es inconstitucional 

puesto que no existe precepto legal que les prohíba ni alguno que les indique 

que deban de disolverse y liquidarse en caso de transformación, por ende, la 

continuación de la personalidad jurídica de estas. Además debe tenerse en 

cuenta que el Derecho de Asociación no les es potestativo puesto que estas 

deben adecuarse a las leyes de la materia respectiva, y que en el caso que se 

estudia en la presente investigación es la legislación administrativa que regula 

al servicio público de transporte de pasajeros en el Estado de México, máxime 

que dicho servicio es de interés público. 

Así entonces, el tan mencionado acuerdo se dirige a las sociedades 

cooperativas en el mismo sentido, es decir, se constituyan mediante 

transformación o nuevas sociedades mercantiles. 

La Ley General de Sociedades Mercantiles, establece en su art. 1º. fracción I a 

VI, los tipos de sociedades mercantiles dentro de las cuales encontramos a las 

cooperativas, además el art. 3 del Código de Comercio establece como 

comerciantes a las sociedades establecidas con arreglo a las leyes mercantiles. 

Ahora bien, las sociedades cooperativas se rigen por su ley especial a saber la 

Ley General de Sociedades Cooperativas, la misma establece que dichas 

sociedades podrán realizar actividades económicas de producción, distribución, 

consumo de bienes y servicios; dedicarse a cualquier actividad económica lícita; 

de las controversias que se suciten conocerán los tribunales civiles y se aplicara 
                                                            
36 CHAVÉZ CASTILLO, Raúl. Breve Diccionario de Amparo, ed. Porrúa, México, 2005, pág. 
64. 
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supletoriamente la Ley General de Sociedades Mercantiles; las clases de 

cooperativas son de consumidores y de productores de bienes y servicios; 

habla de  excedentes respecto a las cooperativas de consumidores y 

rendimientos en cuanto a las de productores; así mismo establece dos 

categorías, ordinarias y de participación estatal en estas últimas el Estado da en 

concesión o administración bienes o servicios en los términos que señalen las 

leyes respectivas; prevé su disolución y liquidación si se constituyen en otro tipo 

de sociedad; los organismos cooperativos pueden estructurar cadenas o crear 

unidades de producción y comercialización y realizar actos de comercio que les 

permita una mayor capacidad productiva y competitiva a los propios organismos 

cooperativos; así se puede observar de los arts. 2, 8, 9, 21, 24, 28, 30, 67, 86, 

de su ley específica. 

En esas condiciones, a pesar de que el cooperativismo surgió de obreros como 

respuesta a la excesiva intermediación del mercado, y de que en México la ley 

vigente que regula a dichas sociedades instituye los principios de solidaridad, 

esfuerzo propio,  ayuda mutua y son los tribunales civiles los que conocen de 

las controversias de estas; es incuestionable que las sociedades cooperativas 

son mercantiles, en virtud de lo establecido en la Ley General de Sociedades 

Mercantiles y tener el estatus de comerciante, además de que del contexto de 

su ley especial no hay precepto legal que les prohíba lucrar, puesto que si lo 

hubiese sería totalmente incongruente ya que las condenaría al fracaso en 

razón de que al no obtener beneficio alguno por lógica no habría excedentes o 

rendimientos y por consiguiente la imposibilidad de formar el fondo de reserva, 

de previsión social y de educación cooperativa. 

Ahora bien, las cooperativas de participación estatal pueden explotar servicios 

públicos mediante concesión que les otorga el Estado, y estas deben ajustarse 

a las leyes respectivas, obviamente del servicio público que les sea 

concesionado. 
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De esa guisa, en lo relativo a las sociedades cooperativas, el acuerdo que les 

ordena que se constituyan mediante transformación o nueva sociedad en 

sociedad mercantil, en nuestra opinión es inconstitucional puesto que se opone 

a la Ley General de Sociedades Mercantiles que es del ámbito federal en su art. 

1º fracción VI, y a la Carta Magna en el art. 133º : en virtud de que resulta 

incongruente ordenarle la transformación o nueva sociedad en sociedad 

mercantil, a una sociedad que ya es mercantil por Ley. Por otro lado las 

sociedades en cuestión se rigen por su ley especial, por ende, al cumplir lo 

ordenado por el acuerdo tantas veces referido necesariamente tendrían que 

adoptar alguno de los otros tipos señalados como sociedad mercantil en el art. 

1º fracción I a V, de la Ley mercantil que se considera violada,  por 

consecuencia su disolución y liquidación tal como lo establece el art. 67 de su 

ley especial. 

Aclarada la incógnita sobre si es inconstitucional o no el acuerdo ya tan 

conocido, en el siguiente subtema seguiremos tratando a las cooperativas,  

pero, enfocando sobre todo a las asociaciones civiles en lo relativo a lo 

ordenado por el acuerdo referido. 

 

3.2.- ANÁLISIS DEL ACUERDO DE 27 DE MAYO DE 2003, PUBLICADO EL 
28 DEL MISMO MES Y AÑO EN LA GACETA DE GOBIERNO DEL ESTADO 
DE MÈXICO*.  

En la pasada administración pública de la entidad presidida por el ex 

gobernador Lic. Arturo Montiel Rojas, se visualizó al servicio público de 

transporte de pasajeros como un pilar fundamental para el desarrollo de la 

economía del Estado de México, conformando así uno de los ocho ejes rectores 

del Plan de desarrollo de la entidad 1999-2005, esto no quiere decir que, el tan 

mencionado servicio haya dejado de tener importancia sino más bien todo lo 

contrario. 
                                                            
* ANEXO. 3. 
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Ahora bien, el acuerdo de 27 de mayo de 2003, publicado el día siguiente en la 

Gaceta de Gobierno contiene: un acuerdo del ejecutivo, donde en su 

considerando se contempla lo antes mencionado, además, de destacar que es 

a la Secretaría de Transporte a quien le corresponde planear, formular, dirigir, 

coordinar, evaluar, ejecutar y supervisar, programas para el desarrollo integral 

del servicio público de transporte y sus servicios conexos para el 

reordenamiento integral de dicho servicio; el regularizar concesiones no 

prorrogadas en tiempo y; el cambio de tipo legal, de Asociaciones Civiles a 

Sociedades Mercantiles entre otras. 

Más adelante, dicho considerando da a entender que el reordenamiento 

pretende erradicar; un transporte público de pasajeros deficiente, inseguro y de 

baja calidad; con la finalidad de otorgar seguridad jurídica a los transportistas 

respecto a la titularidad de sus concesiones y en obviedad de sus elementos 

formales y materiales para su debida explotación; a través del cambio de tipo 

legal a sociedad mercantil, apoyar al sector transportista para la renovación de 

su parque vehicular. 

Ya dentro del acuerdo, otorga beneficios fiscales a todos aquellos transportistas 

que participen en el programa de regularización del servicio público de 

transporte por concepto de: 

• Cesión de derechos o cambio de titular de la concesión. 

• Prórroga o cambio de temporalidad de la vigencia de la concesión. 

• Pago del impuesto sobre la tenencia, entre otros. 

 

Es de importancia mencionar que en el ordinal Quinto establece para los 

interesados algunas condiciones como: 

 El tener los legítimos derechos de la concesión. 

 El constituirse en Sociedad Mercantil. 

 Aportar irrevocablemente la concesión a la sociedad, esto para la 

modalidad de colectivo. 
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 Para efectos de registro, obtener el recibo correspondiente por la 

oficina rentística presentando la orden de pago. 

 En el ordinal octavo establece una vigencia al 31 de octubre del 

2003. 

 

Por otro lado, en la misma fecha de publicación se encuentran dos acuerdos del 

titular de la Secretaría de Transporte en donde efectivamente contiene: el 

primero en la parte relativa a su considerando que la entonces administración 

pública cumpliría con apego a las leyes, misión y visión de los ocho ejes 

rectores del entonces Plan de Desarrollo de la entidad; que la Secretaría 

decidió accionar a fin de que los transportistas obtuvieran certeza jurídica 

respecto del derecho que les fue otorgado para el desarrollo lícito de su 

actividad; propiamente el primer acuerdo del Secretario señala las medidas a 

tomar para conformar el padrón estatal de transporte público siendo algunas de 

ellas: el que los transportistas le proporcionen los datos, informes y documentos 

que la Secretaría les solicite en el formato que ésta les proporcione, además, de 

advertir que en caso de incumplimiento se les impondrán las sanciones 

correspondientes. El segundo de los mencionados dice: en su parte 

considerativa la aplicación del programa de reordenamiento; que es obligación 

del transporte colectivo constituirse en sociedades mercantiles: que el servicio 

ya tantas veces mencionado se ha otorgado a través de la figura de la 

concesión a personas físicas, asociaciones civiles, y sociedades cooperativas., 

propiamente el acuerdo señala las bases, condiciones y plazo para aquellos 

concesionarios agrupados en asociaciones civiles se constituyan en sociedades 

mercantiles., de tal manera que el ordinal PRIMERO señala un plazo al 31 de 

octubre de 2003, se refiere a titulares de concesiones agrupados en 

asociaciones civiles; que se acrediten ante la Secretaría el cambio de régimen 

mediante acta constitutiva notarial protocolizada. 

En cuanto a este primer número cabe comentar que, dentro de las asociaciones 

civiles quien tiene la titularidad de las concesiones son las personas físicas que 

la constituyen, esto en consonancia con el art. 64 del Reglamento de 
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Transporte Público y Servicios Conexos, el cual les establece una prohibición a 

dichas agrupaciones para que sean titulares de concesiones. 

Al respecto cabe mencionar, que las agrupaciones civiles contienen un gran 

número de personas físicas, que no todas estas personas estuvieron conformes 

con el acuerdo, por que creó discrepancias entre los asociados trayendo como 

consecuencias: conflictos internos entre los agremiados (también por los 

grandes intereses económicos que representa el transporte); la afectación 

directa e inmediata a los asociados (minoritarios) que era (y siguen siendo) su 

voluntad adecuarse al tan mencionado acuerdo trascendiendo al orden 

jurisdiccional; y por supuesto la afectación de los títulos de concesión (y 

sobretodo los elementos secundarios para la explotación de la misma) directa y 

mediata, así mismo del propio servicio y del estado de derecho, trascendiendo 

todo esto al orden administrativo. 

En el número SEGUNDO del acuerdo en estudio, establece que se aportará a 

la sociedad mercantil, la concesión y todo lo que de hecho y por derecho 

corresponda a la asociación civil en cuanto autorizaciones de bases, sitios, 

derroteros, etc. 

Respecto a este número, en concordancia con el reglamento antes referido las 

asociaciones civiles tiene prohibido ser titulares de concesiones; que las 

autorizaciones de bases, derroteros, sitios, etc., son elementos conexos de las 

concesiones y por ende dichas agrupaciones no pueden ni de hecho ni de 

derecho tener la titularidad de dichas autorizaciones; que en la práctica las 

autorizaciones comentadas se han otorgado a personas físicas concesionarias, 

por ende, si no hay aportación de dichas autorizaciones a la asociación civil o si 

existe alguna discrepancia o conflicto de cualquier índole por motivo del 

acuerdo que se comenta, a dichas agrupaciones no les puede corresponder ni 

de hecho ni de derecho los beneficios o titularidad de las autorizaciones que se 

comenta, hasta en tanto no exista una resolución jurisdiccional o administrativa. 
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En el número TERCERO, contempla a las asociaciones civiles en dos 

supuestos por las que se pueden constituir en sociedades mercantiles, uno: 

mediante transformación y dos: mediante nueva creación, en ambos supuestos 

dichas asociaciones mantendrán su misma razón social cambiando las siglas 

“A. C.” por la  correspondiente sociedad mercantil. 

De este numeral se puede discernir, que no hay impedimento legal para que 

una parte de concesionarios pertenecientes a una agrupación o asociación civil 

que quiera constituirse en sociedad mercantil, no puedan llevarlo a efecto,  aun 

en contra del acuerdo que tome la mayoría de tal asociación, pues opinar lo 

contrario sería tanto como establecer que esa resolución de la asociación 

estuviese por encima del pacto federal y específicamente de las garantías que 

consagra los arts. 5º y 9º, relativas a la libertad de trabajo y derecho de 

asociación y por añadidura contravendría el acuerdo que se esta comentando, 

corrompiendo el estado de Derecho y transformándolo poco a poco en un 

régimen de anarquía. 

En el número QUINTO dispone, la Secretaría de Transporte será la encargada 

de llevar el registro de las sociedades mercantiles y el SEXTO y SÉPTIMO, 

señalan las actividades que deberán realizar las referidas sociedades para 

efectos de control y el CUARTO, se refiere a la baja que deberán de realizar 

como asociaciones civiles ante  otras autoridades en los diferentes niveles de 

gobierno, las de nueva creación no se encuentran obviamente sujetas a esto. 

De lo anterior, se puede comentar que el registro que lleva acabo la 

dependencia antes señalada, no simplemente sirve para efectos de control, sino 

también para reconocimiento de las sociedades mercantiles por la misma 

dependencia, en virtud de que le mencionado registro constituirá (y hoy día 

constituye) el Registro Estatal de Transporte Público, invistiendo con ello a las 

sociedades mercantiles a través del cumplimiento de este requisito, de la 

formalidad necesaria para que actúen frente a terceros y causen los efectos 

legales correspondiente en lo relativo al transporte público de pasajeros, en su 

ámbito espacial, territorial, material, y personal que corresponda. 
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Fue así, como inició el Programa de Reordenamiento de Transporte Público en 

el Estado de México, a lo que posteriormente debido a la problemática que 

significo dicho programa, tanto el ejecutivo del estado como el Secretario de 

transporte para el cabal cumplimiento y ejecución del programa referido 

contemplado en el plan de desarrollo de la entidad de ese entonces y en 

cumplimiento de sus facultades tuvieron que emitir diverso acuerdos por 

ejemplo: el del ejecutivo publicado el 24 de octubre de 2003, por el que señala 

los elementos de identificación de los vehículos afectos al servicio público de 

trasporte, cabe destacar de este acuerdo que tuvo como objetivo principal el 

evitar una competencia desleal entre concesionarios y así mismo otorgarles 

certeza jurídica respecto a sus concesiones, por otro lado hace alusión al 

logotipo y razón social de la empresa el cual deberá ajustarse a la cromática 

señalada por el acuerdo. 

Otro ejemplo: es el acuerdo del Secretario de transporte publicado el 30 de 

octubre de 2003, en el cual prórroga el acuerdo por el que comenzó el 

programa de reordenamiento, es saludable resaltar sobre este acuerdo que, en 

su considerando señala como una de las facultades de la Secretaría de 

Transporte el promover la integración en sociedades mercantiles de aquellos 

concesionarios no obligados a hacerlo deseen hacerlo, además de recalcar el 

interés del sector transportista por  modificar su conformación social. 

Este acuerdo confirma lo expuesto por el primero, es decir, el del 27 de mayo 

de 2003 publicado el día siguiente, o sea, que la constitución de sociedad 

mercantil es extensiva tanto para personas físicas, asociaciones civiles, y 

sociedades cooperativas; que es factible potencial y realmente que un grupo de 

concesionarios por minoritario que sea. La Ley General de Sociedades 

Mercantiles establece como requisito esencial en su art. 89, fracción I, mínimo 

dos socios, y que pertenezcan o hayan pertenecido a una asociación civil 

pueden eficaz y válidamente constituir una sociedad mercantil, ello sin perjuicio 

de sus derechos civiles en caso de existir un conflicto interno entre asociados, 

pues así lo establecen las diferentes disposiciones legales para aquellos que 
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deseen hacerlo, ya que una acción u omisión en contrario sea por parte de 

particulares o de la misma autoridad, estaría contraviniendo todo el régimen 

jurídico y político legalmente estatuido cayendo por lo tanto en un estado de 

anarquía. 

El acuerdo del ejecutivo de 30 de Octubre de 2003, extiende el plazo de los 

beneficios fiscales, señalados en su similar diverso anterior y reitera lo regulado 

por los dos acuerdos arriba indicados. 

El acuerdo del ejecutivo de 19 de febrero de 2004, es el complemento de el 

publicado el día 24 de octubre de 2003, se refiere nuevamente a los elementos 

de identificación de los vehículos afectos al transporte público en el Estado de 

México, llama la atención este acuerdo en razón de que alude al número 

económico de los vehículos así como al logotipo y razón social de las 

empresas; en cuanto al número económico es asignado por los concesionarios 

y respecto el logotipo y razón social se les considera como parte de la 

cromática, es decir, de los elementos de identificación del vehículo afecto al 

transporte público. 

Todo lo anterior, es sin perjuicio de los derechos civiles o mercantiles que 

tengan las empresas sobre los conceptos arriba mencionados , ya que al igual 

que en una persona física (por ejemplo: nombre, domicilio, edad, etc.),  no solo 

implican un medio de identificación sino de existencia para efectos de cualquier 

índole dentro de una sociedad de seres humanos, así mismo se considera que 

la autoridad administrativa no puede ni debe llevar a efecto alguna acción u 

omisión en perjuicio de los concesionarios, en caso que exista algún conflicto 

por estos conceptos entre los asociados o socios, sin que previamente exista 

alguna resolución jurisdiccional que se haya pronunciado al respecto, por ende, 

en tanto no ocurra lo contrario la autoridad administrativa de transporte deberán 

llevar a efecto eficaz y válidamente todos los procedimientos, procesos y 

trámites relativos al transporte público, que señalen las diferente disposiciones 

legales, en beneficio de los concesionarios.  
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Los acuerdo del Secretario y del ejecutivo del Estado de fecha 28 de mayo de 

2004 y 19 de noviembre de 2004, relativos a su diverso 28 de mayo 2003, 

conceden un nuevo plazo a los concesionarios para conformar el padrón estatal 

de transporte público y acceder a los beneficios fiscales, así como para que la 

Secretaría de Transporte emita las órdenes de pago correspondientes de los 

conceptos subsidiados que se indicaron al inicio de éste capítulo en beneficio 

de los concesionarios. 

A partir del acuerdo 19 de noviembre de 2004, se vino advirtiendo la conclusión 

del programa de reordenamiento de transporte público, no obstante se publicó 

un nuevo acuerdo el 9 de septiembre de 2005, para la emisión de órdenes de 

pago por la Secretaría de Transporte, donde se conceden diferentes beneficios 

fiscales al sector transportista, no fue sino hasta el acuerdo publicado el 15 de 

septiembre de 2005, en donde el Secretario de transporte da por concluido el 

programa de reordenamiento del transporte del Estado de México. 

Ahora bien, respecto a estos tres últimos acuerdos es conveniente transcribir 

respecto de cada uno de ellos lo siguiente: 

 

“19 de noviembre de 2004.    GACETA DE GOBIERNO    Página 3                   

SECRETARÍA DE TRANSPORTE. 

 

ACUERDO DEL EJECUTIVO……………………...Y 29 DE JULIO DE 
2004. 

 

Párrafo Quinto: 

 

Que no obstante lo anterior, se ha detectado que ante la 
complejidad del sector se ha dificultado a los concesionarios y 
permisionarios acreditar la legitimidad de su concesión y en 
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consecuencia al patrimonio de la sociedad mercantil, aunado a 
que en algunas organizaciones existen conflictos al interior de 
las mismas que han requerido diversas acciones para su 
solución, por tanto se ha estimado pertinente especificar que 
tendrán acceso al beneficio fiscal todos aquellos concesionarios 
y permisionarios que hayan iniciado sus trámites a partir del 28 
de mayo de 2003 y hasta 30 de noviembre de 2004, siempre y 
cuando concluyan con los mismos en esta última fecha.” 

 

De lo anterior, se puede observar claramente que la Secretaría de Transporte 

advierte la existencia de los conflictos internos en las agrupaciones del sector 

transportista, muchos de los conflictos derivaron a raíz del acuerdo por el que 

dió inicio el programa de reordenamiento que se comenta; también señala que 

aquellos que iniciaron sus trámites para conformar el padrón estatal o el 

constituirse en sociedad mercantil desde 28 de mayo de 2003, a 30 de 

noviembre de 2004, obtendrían los beneficios fiscales que se consideraron en la 

relación al reordenamiento de transporte para el sector transportista, abarcando 

a la generalidad de dicho sector, es decir, tanto a los concesionarios que 

estaban  obligados a constituirse como sociedad mercantil y de igual forma a 

los que no lo estaban pero fue su deseo hacerlo en virtud de que así esta 

contemplado en las diferentes disposiciones legales y obviamente incluyendo 

los acuerdos que se comentan. 

 

“Página 2   GACETA DE GOBIERNO      9 de septiembre del 2005 

 

Párrafo Segundo 

Que ante la dificultad que presento emitir una gran cantidad de 
ordenes de pago…, situación que fue rebasada debido a la 
dificultad de algunos concesionarios y permisionarios para 
acreditar la legitimidad de su concesión y en consecuencia su 
aportación al patrimonio de sociedad mercantil, así como a que 
persisten algunas organizaciones que presentan conflictos al 
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interior de las mismas que han requerido diversas acciones para 
su solución.” 

 

De igual forma es necesario entender que ha tomado diversas acciones para su 

solución, cuestión de la cual existe discrepancia, pues a la fecha algunos de los 

conflictos que surgieron en ese entonces por motivo del programa de 

reordenamiento o en el que influyó el mismo; siguen existiendo entre los 

asociados de las agrupaciones del sector transportista  y en el que la Secretaría 

no ha tomado las acciones pertinentes para su debida solución, tan es así que 

ello ha sido motivo de la presente tesina.  

 

“Página 4     GACETA DE GOBIERNO  15 de septiembre del 2005 

 

ACUERDO DEL SECRETARIO DE TRANSPORTE…, POR 
CUANTO HACE A LOS DIVERSOS…..DEL 28 DE MAYO DE 2003. 

 

TERCERO.-… 

A).- Aquellos concesionarios minoritarios en la modalidad de 
colectivo y mixto que no concurrieron a la transformación o 
constitución a Sociedad Mercantil de su agrupación mayoritaria, 
tendrán un plazo de 60 días hábiles para agruparse y aportar sus 
concesiones o derechos a la agrupación mayoritaria, …contrario 
se aplicaran las sanciones…” 

 

Con lo anterior, se deduce que el sector transportista esta obligado a 

constituirse en sociedad mercantil, la posibilidad para los concesionarios 

minoritarios de agruparse a los mayoritarios constituidos en sociedad mercantil 

e incluso otorgándoles un plazo de 60 días. Pero nunca consideró la 
hipótesis en contrario, es decir, que un grupo de concesionarios no 
obligados y un grupo si obligado constituyesen la sociedad mercantil 
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dentro de una asociación civil en donde éstos representan la minoría y, la 
agrupación mayoritaria representa a aquéllos que se resisten a integrarse 
en sociedad mercantil, o sea los disidentes, en otras palabras que no se han 

adecuado completamente al acuerdo del 28 de mayo de 2003. 

Ahora bien, si bien es cierto que las asociaciones civiles se rigen en su vida 

interna por sus estatutos, también es bien cierto que estos no pueden 
contravenir las disposiciones legales de un régimen jurídico y político 
legalmente estatuido y mucho menos si son de carácter general, 
imperativo, abstracto, impersonal y que gozan de plena ejecutividad como 
lo son los acuerdos en comento, por ende cualquier resolución o acuerdo que 

tomen las asociaciones civiles en perjuicio de aquellos que se adecuan a las 

disposiciones legales, no deben y no pueden  por ningún motivo prevalecer su 

validez ni eficacia, pues de opinar lo contrario sería dejarlos desprovistos de 

cualquier protección llámese ésta económica, jurídica, moral, patrimonial, etc., 

así como el permitir que establecieren un estado de anarquía sobrepasando por 

encima del régimen jurídico. 

Es por ello que, la hipótesis que se establece con antelación constituye el 
punto medular de la presente investigación, y que, procede plenamente la 
ejecutividad del programa de reordenamiento tantas veces señalado, tal 

como se ha venido argumentando, fundamentando, motivando, demostrando, 

además, de todos los beneficios que por consecuencia contrajo y seguirá 

contrayendo en beneficio de los concesionarios. 

 

3.3.- LA FALTA DE CUMPLIMIENTO DEL REORDENAMIENTO DE 
TRANSPORTE PÙBLICO EN EL ESTADO DE MÈXICO.* 

Ahora bien, se procede a explicar la falta de cumplimiento del reordenamiento 

de transporte ya tan conocido, es decir, de su ejecutividad a la hipótesis 

planteada, en virtud de que nunca se previo la misma, por ende, originando una 
                                                            
* ANEXO. 4. 
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laguna en el Derecho, la ley, y por supuesto en los acuerdos analizados en esta 

tesina. Así mismo,  aparejando una situación que afecta directamente al estado 

de Derecho, a la economía, al servicio público de transporte y, de igual forma el 

patrimonio y libertad de aquel grupo minoritario que acato las disposiciones 

legales relativas al acuerdo del programa de reordenamiento tantas veces 

mencionado. 

Antes de plantear las soluciones al problema, es necesario hacer un recuento 

cronológico de los hechos acontecidos más importantes de los cuales surgió la 

hipótesis planteada. 

Así como de las respuestas que emitió la autoridad de transporte ante dicha 

hipótesis, y que, hasta hoy día constituye la causa por la que no se le ha dado 

ejecutividad al programa de reordenamiento a favor de aquélla. 

El 15 de marzo de 1996, se constituyó ante notario público la Asociación Civil 

“Dos neuronas de transporte”, desde la fecha en tal asociación existieron 

problemas controlables por la misma, pero, la publicación del acuerdo 28 de 

mayo de 2003, donde se inicio el programa de reordenamiento de transporte 

público y la contemplación  al cambio de régimen a Sociedad Mercantil; hay que 

recordar que esto es obligatorio al transporte colectivo, pero, con posibilidad de 

hacerlo a quien no lo sea. Además, la falta de aceptación y adecuación 

unánime de todos los asociados al acuerdo provocó el caos dentro de la misma. 

Desprendiéndose de ello un grupo minoritario perteneciente a dicha asociación, 

conformando por obligados a constituirse en empresa como por no obligados, 

todos legítimamente concesionados, con rutas y bases específicamente 

autorizadas, tan es así que se les digitalizo y se les emitieron las ordenes de 

pago respectivas a estos últimos por la Secretaría de Transporte, mientras que 

a los primeros no en tanto no cumplieran tal requisito. Es por ello que este 

grupo minoritario, ante la resistencia del grupo mayoritario de ajustarse al 

acuerdo, y para salvaguardar sus derechos el 14 de abril de 2004, constituyó la 

Asociación Civil “Destino del Transporte” para efectos posteriores de 
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transformarse en Sociedad Mercantil, situación que aconteció el 15 de octubre 

de 2004, tal como lo estableció el acuerdo respectivo y así gozar de sus 

beneficios. 

Situación que sigue a las reglas de la lógica, en razón de que el no ajustarse al 

acuerdo tan conocido traería como consecuencia sus aspectos negativos, es 

decir, las sanciones aplicables en contra de los concesionarios que no lo 

hiciesen por la Secretaría de Transporte. 

Pero, la cuestión en comento no fue grata a los ojos del grupo mayoritario lo 

que ocasionó que, en el ínter de la transformación o constitución del grupo 

minoritario a empresa, motivara la expulsión de dicho grupo de la Asociación 

Civil “Dos neuronas de transporte” a partir del 01 de mayo de 2004, y 

obviamente de sus respectivos derechos como asociados, así como la 

imposibilidad de explotar adecuadamente la concesión en los lugares 

autorizados al respecto. Posteriormente, dicha Asociación envió diversos 

escritos a la autoridad de transporte, el 03 de mayo de 2004, 05 del mismo mes 

y año, solicitando que no se le diera cause a ningún trámite administrativo en 

relación al transporte a dicho grupo minoritario. 

Como reacción el grupo minoritario dirigió un escrito al Ex Gobernador, el 18 de 

mayo de 2004, en donde se le explicaba la problemática en que se encontraban 

y  que aún se encuentran.  

Todo esto trajó como consecuencia un juicio jurisdiccional, el cual llegó a la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, misma que resolvió el 12 de 

septiembre de 2007, ratificar la sentencia de primera instancia, la cual deja a 

salvo los derechos del grupo minoritario para ejercitar la acción que más les 

convenga y la hagan valer contra la asociación civil dos neuronas de transporte. 

Claramente se observa que existe un conflicto jurisdiccional en materia civil que 

debe dirimir la autoridad competente, pero, no pasa inadvertido la existencia de 

la problemática administrativa que ahí se presenta, a lo cual se considera que 

mientras no haya resolución Jurisdiccional o de la autoridad administrativa 
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competente, que diga que no  es procedente en la hipótesis que planteamos la 

ejecutividad del programa de reordenamiento y lógicamente lo contemplado en 

el, en otras palabras, el registro y reconocimiento del grupo minoritario. 

Es por lo anterior, que la autoridad administrativa en materia de transporte 

público no tiene, razón, fundamento, ni motivo legal o lógico para no aplicar los 

principios consagrados en los arts. 5º, 9º, 13º, 14º, 16º, 17º,  todos del pacto 

federal, así como del art. 63 del Reglamento de Transporte Público y Servicios 

Conexos del Estado de México e inexorablemente el acuerdo tantas veces 

referido y las demás disposiciones relativas al transporte público. 

Además de que el grupo minoritario hoy constituido en Sociedad Mercantil 

“Destino del transporte” cumplió y cumple con los requisitos esenciales del 

tantas veces mencionado acuerdo, en los que destacan el ser concesionarios 

por ello carece de sustento legal el que se considere a dicho grupo como 

disidente, tal como se pretende aseverar en diferentes documentos legales de 

la autoridad de transporte a saber 20, 27, y 23 de mayo de 2004, puesto que lo 

que implica dicho concepto es el no acatar o contravenir las disposiciones 

legales de un régimen jurídico, supuesto en el que no esta implicado dicho 

grupo sino todo lo contrario. 

Empero, en virtud de lo establecido, se entiende que la autoridad de transporte 

debe tomar las medidas provisionales necesarias para asegurar el servicio 

público de transporte, así como el de facilitar todos los elementos y medios 

necesarios para la debida explotación de la concesión afecta a dicho servicio de 

la cual son titulares el grupo minoritario ya tan conocido, pues las asociaciones 

civiles no pueden ser titulares de concesiones. 

Posteriormente, los miembros de la Sociedad Mercantil “Destino del Transporte” 

así como la sociedad misma realizaron diversos trámites administrativos; por 

ejemplo la relativa al 15 y 19 de septiembre de 2005, en la que solicitan algunos 

miembros la conclusión del trámite administrativo de reemplacamiento relativo 

al programa de reordenamiento de transporte público de la entidad, a diversas 
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autoridades de transporte, declarándose éstas incompetentes para resolver lo 

solicitado en su contestación de 28 de octubre y 21 de noviembre de 2005, y 

remitiendo la solicitud a la Dirección del Registro Estatal de Vehículos; el 20 de 

diciembre de 2005, opera la afirmativa ficta a favor de los peticionarios; el 10 de 

enero de 2006 se certifica ante la misma autoridad y el 24 de enero de 2006, se 

hace de conocimiento a las diversas autoridades del transporte; la autoridad de 

transporte competente contesta la solicitud extemporáneamente el 10 de enero 

y 22 de febrero de 2006, argumentando que no ha fenecido su derecho para 

contestar y la afirmativa ficta no opera en las peticiones cuyo objeto sea la 

transmisión de la propiedad o posesión de bienes del Estado. 

De lo anterior, se destaca que los documentos legales emitidos por la autoridad 

competente e interpuestos ante ella que primero; su contestación fue 

extemporánea y segundo; que si bien es cierto la afirmativa ficta no opera en lo 

relativo para el otorgamiento o modificación de concesiones de servicios 

públicos, también, es cierto, que la petición de la fecha referida anteriormente 

se desprende que no tiene por objeto la modificación o el otorgamiento de 

concesiones, pues los concesionarios ya son de hecho y de derecho 

concesionarios, sino más bien la conclusión del trámite de reemplacamiento 

iniciado por la propia Secretaría de Transporte a través del multicitado acuerdo 

de reordenamiento de transporte público, donde los peticionarios cumplieron 

con todos los requisitos de fondo y de forma exigidos por el acuerdo, por ende, 

teniendo derecho a todos los beneficios que contrae éste, siendo uno de ellos el 

reemplacamiento.  

Por otro lado, la Sociedad Mercantil “Destino del transporte” inicio varios 

trámites administrativos para estar en plenitud material de prestar el servicio 

público de transporte y además en igualdad de condiciones de toda índole, tal y 

como se encuentra la competencia de transporte público. 

Es así entonces, que la persona moral señalada dirigió el escrito de fecha 11 de 

noviembre de 2005, al Municipio de Texcoco ante la autoridad competente, por 

el cual le solicito bases para la prestación del servicio público de transporte en 
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la modalidad de servicio discrecional de autos de alquiler; a lo que la autoridad 

resolvió obscura y ambiguamente, el 15 de noviembre de 2005.  

Cuestión de la que se inconformó el 06 de diciembre de 2005, la empresa 

mencionada; dándosele resolución a la inconformidad el 09 de enero de 2006, 

donde se obliga a la autoridad a emitir una respuesta clara y precisa; 

obteniéndose esta el día 08 de febrero de 2006, por la que no otorga el visto 

bueno a dicha solicitud. 

De la revisión de los documentos se puede observar que las causas principales 

por las que no otorga el visto bueno son: Primero, la incertidumbre de si son o 

no reconocidos como Sociedad Mercantil por la Secretaría de Transporte, así 

se lo hizo saber la Delegación Regional en Texcoco y, segundo, la falta de 

equidad e imparcialidad que presenta, pues al solicitar informes a la Asociación 

Civil “Dos neuronas de transporte” de su vida interna y en la cual existe un 

conflicto, a manera de juez, presupone que la multicitada empresa no puede 

tener ningún beneficio administrativo. Por nuestra parte opinamos que la 

incertidumbre debe desaparecer por  virtud de que forman parte del padrón 

estatal del servicio público de transporte en el Estado de México y de que ante 

la misma Secretaria hicieron llegar diversos documentos que los acreditan 

como constituidos en sociedad anónima 

Como se indico anteriormente, el conflicto interno que se vive dentro de la 

Asociación Civil “Dos neuronas de transporte” se delimita claramente en materia 

civil, el cual debe ser resuelto por la autoridad competente y no constituye 

ningún obstáculo para que valida y eficazmente la empresa “Destino de 

Transporte” realice y se le concedan las gestiones y actos administrativos a que 

haya lugar, para su pleno y cabal funcionamiento, pues, de lo contrario se pone 

en riesgo el régimen jurídico, la prestación del servicio público de transporte, se 

alienta la competencia desleal y obviamente a los titulares de las concesiones y 

a la empresa misma. 
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Sólo queda mencionar con respecto a dicha Empresa que, el 24 de noviembre y 

15 de diciembre de 2005, nuevamente se dirigieron a la Dependencia de 

Transporte, ante las autoridades correspondientes a las que les solicitaron; el 

reconocimiento e inscripción al Registro Estatal de Transporte, la autorización 

de bases, beneficios fiscales, prórrogas, reemplacamiento y en el segundo de 

los escritos reiteraron las mismas, además de la emisión de ordenes de pago 

para el transporte colectivo integrante de la misma. 

Por lo que hace a la autoridad de la Dirección de Concesiones y Registro el 06 

de abril y 28 de mayo de 2006 por parte de la Delegación Regional de Texcoco, 

contestaron en cuanto a la primera; que se estaba en espera de la publicación 

en la Gaceta de Gobierno de la entidad, el Reglamento del Registro de 

Transporte Público y, en cuanto a la segunda; que se estaba en espera de la 

opinión correspondiente, sobre la problemática en la Asociación Civil “Dos 

neuronas de transporte” para continuar con en el trámite respectivo. 

Como claramente puede verse, de los documentos legales, el primero de ellos 

contiene un alto grado de obscuridad y ambigüedad, dejando en incertidumbre 

jurídica a la empresa, por ende, impidiendo actuar valida y eficazmente frente a 

terceros o ante todo el universo de autoridades; en cuanto al segundo se ve 

nuevamente en su actuar de la autoridad, la falta de equidad e imparcialidad, 

pues, como hemos apuntado varias veces, el que exista un conflicto interno en 

la Asociación Civil “Dos neuronas de transporte”, no es causa suficiente para 

que la autoridad de transporte quede impedida de cumplir administrativamente 

con su deber jurídico y, por ende, acceder a lo solicitado por la Sociedad 

Mercantil “Destino del transporte”, máxime sino existe resolución judicial o de 

autoridad administrativa competente que opine lo contrario. 

Vivimos en un mundo perfectible, así que, independientemente de la parcialidad 

que pudiera mostrar la autoridad administrativa de transporte o de la acción u 

omisión en que incurriesen los servidores públicos a las diferentes 

disposiciones legales trayendo como consecuencia su responsabilidad 

administrativa, se demuestra claramente las diferentes problemáticas como son: 
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a) De los actos administrativos emitidos en respuesta por la autoridad de 

transporte a la Sociedad Mercantil “Destino del transporte”, así como a 

sus miembros en particular, no contienen fundamento, razón ni motivo 

legal en que sustentarse para no aplicar el programa de reordenamiento 

tan conocido a favor de la empresa referida, así como para el negarles 

las autorizaciones debidas para la prestación del servicio público de 

transporte o el de negarles su reconocimiento y registro como empresa, 

puesto que cumplen con los requisitos legales esenciales para que se les 

otorgue lo anterior por ejemplo: son concesionarios, están constituidos 

como  sociedad anónima, cumplen con lo dispuesto por el acuerdo de 28 

de mayo de 2003 y relativos posteriores, y máxime que no ha sido 

publicado en los medios legales correspondientes el Reglamento de 

Registro Publico de Transporte en el Estado de México que especifique 

algún otro. 

 

b) El acuerdo de 28 de mayo de 2003, y posteriormente relativos, así como 

la legislación vigente de transporte público en la entidad, contemplan y 

alientan la transformación o constitución de Sociedades Mercantiles, aun 

para aquellos que no estén obligados. 

 

c) Para constituir una Sociedad Mercantil, en su especie de sociedad 

anónima uno de los requisitos esenciales es: mínimo dos socios. 

 

d) No se pueden considerar disidentes, en tanto que estén ajustados a las 

disposiciones legales. 

 

 

e) Que son legítima y legalmente concesionarios. 
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f) Que no es causa suficiente el que exista un conflicto interno dentro de 

una Asociación Civil, para que la autoridad de transporte a través de 

acciones u omisiones incumpla con las disposiciones legales a las que 

esta sujeta, máxime si no existe resolución judicial o de autoridad 

administrativa competente que le ordene lo contrario, de otro modo 

incurriría en responsabilidad administrativa. 

 

g) Que si el acto administrativo pose ejecutividad, cuanto y más el acuerdo 

que es de carácter general, e imperativo. 

 

h) El servicio público de transporte, es una necesidad de interés general y 

público, además de ser un eje para el desarrollo de la economía de la 

entidad. 

 

i) El acuerdo de 27 de mayo de 2003, publicado el siguiente día, fue el 

motivo principal por el que surgió el conflicto interno dentro de la 

Asociación Civil “Dos neuronas de transporte”. 

 

 

3.4.- POSIBLES SOLUCIONES. 

En virtud de lo establecido, se demuestra que a la problemática planteada, es 

factible la ejecutividad de dicho programa a favor del grupo minoritario y, 

aplicables potencial, real y,  jurídicamente las siguientes soluciones:  

1.- La autoridad de transporte, debe coaccionar al grupo mayoritario, 

para que permita la prestación del servicio público de transporte al grupo 

minoritario, en los lugares autorizados por la misma autoridad, en tanto 

no hay resolución judicial o de autoridad administrativa competente que 

dicte lo contrario. 
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A mas de lo referido, la autoridad mencionada debe tomar las medidas 

necesarias para evitar cualquier acto, acuerdo, contrato, convenio, 

procedimiento, arreglo o combinaciones e incluso cualquier 

concentración que pudiese implicar un monopolio, practica monopólica u 

alguna otra restricción al proceso de competencia y libre concurrencia.  

 

Es así, que en el servicio público de transporte de pasajeros, por la forma 

en la que esta regulado es inconcuso que no opera plenamente el 

principio de libre competencia si no el de control absoluto de las 

autoridades, pero, ello no la excluye de evitar una competencia ruinosa, 

además es evidente que el otorgamiento de concesiones, permisos, 

autorizaciones, etc., no debe efectuarlos en forma arbitraria ya que 

rompería el equilibrio entre permisionarios violando sus derechos 

constitucionales de estos. 

 

Entonces,  si la autoridad mencionada permite una conducta  en donde el 

grupo mayoritario ejerza presión  sobre el minoritario  a fin de disuadirlo a 

que deje de prestar el servicio publico tan conocido o que lo desplace 

indebidamente  obstruyendo con ello su acceso al mercado relevante, 

dicha autoridad, no solo permitiría la competencia desleal o practica 

monopólica si no que además la alentaría transformándose en participe 

de ella; ya que es el agente económico con poder sustancial en el 

mercado relevante. 

 

Es decir, la autoridad de transporte al permitir la conducta del grupo 

mayoritario, negarles los beneficios del acuerdo 28 de mayo de 2003, y 

relativos posteriores, y el no otorgar el reconocimiento y registro como 

empresa  al grupo minoritario estaría discriminando a este último.  

 

Es por ello, que la tan mencionada autoridad debe otorgar el 

reconocimiento y registro como empresa al grupo minoritario, a fin de no 
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privarlo de posibles concesiones, licencias, permisos, autorizaciones, 

etc., y así estos queden en aptitud de cumplir con el objeto de la 

sociedad que constituyeron para el pleno desarrollo de la misma. 

 

2.- La autoridad de transporte, debe considerar a la Sociedad Mercantil 

“Destino del Transporte”, como de nueva creación y por ende, concederle 

todas las facilidades para la prestación del servicio público de transporte. 

3.- La autoridad de transporte, deberá otorgar a la empresa “Destino del 

transporte”, todos los beneficios del acuerdo sumamente conocido 

pretéritos, presentes y futuros, que como consecuencia de su emisión 

surgieron. Considerar a la Asociación Civil “Dos neuronas de transporte” 

como disidentes o en su defecto otorgarles la posibilidad de que se 

agrupen a la empresa, que  en  este caso es el grupo minoritario, en 

razón de que es aplicable el principio general del Derecho “primero en 

tiempo primero en derecho”. 

4.- Todo lo anterior, trae como consecuencia el reconocimiento y registro 

de la Empresa “Destino del Transporte”, en el Registro Estatal de 

Transporte del Estado de México, de igual forma, sin perjuicio de sus 

derechos civiles para ejercitar la acción que más les convenga en contra 

de la Asociación Civil “Dos neuronas de transporte”. 

 

Por último, cabe mencionar que el hecho de que la autoridad de transporte no  

haya previsto la situación que se plantea en la presente investigación, y el no 

darle solución por alguna de las formas antes señaladas y por supuesto la falta 

de ejecutividad del acto administrativo relativo al reordenamiento de transporte 

público, es decir, el cumplimiento del acuerdo de 27 de mayo de 2003, 

publicado el día siguiente en la Gaceta de Gobierno en el Estado de México, 

trae como consecuencia: la violación al estado de Derecho, a la prestación del 

servicio público de transporte, al principio de la sana competencia, a las 
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garantías individuales de los concesionarios que conforman la empresa tantas 

veces mencionada (libertad, patrimonio, al trabajo, dignidad, economía, etc., 

que contempla la máxima Ley mexicana), así como a la vida misma de la 

empresa que conformaron, pero, sobretodo en perjuicio de la confianza en las 

instituciones y del régimen político legalmente constituido, pues todo hace 

suponer que están al servicio del poder político y económico y no al servicio de 

la Ley. 

En ese orden de ideas, en el Plan de Desarrollo del Estado de México 2005-

2011, y en el Programa de Desarrollo Regional- Macro Región III oriente, 

Región XI, Texcoco2006-2011, en donde se refleja de que manera se ubica a 

dicho servicio a fin de confirmar que son viables potencial y realmente las 

soluciones planteadas en esta investigación, así se tiene que: 

 

El Plan de Desarrollo del Estado de México 2005-2011, dice: 

“Pilar 2: Seguridad Económica.  

I.-… 

II.-… 

III.-… 

IV.-…y apoyar al aparato productivo. 

 

Objetivos:… 

 

1.-… 

2.-… 

   3.- Fortalecimiento de la infraestructura de transporte. 
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Reestructurar las rutas para el sistema público 
colectivo…con base en la demanda actual y futura del 
servicio,… 

 

    Fortalecer y actualizar el marco normativo,… 

 

Consolidar la reestructuración del transporte público de 
mediana  capacidad. 

Orientar la función del transporte público de baja 
capacidad como alimentador del transporte masivo. 

Propiciar acuerdos con los concesionarios…y su 
incorporación       organizada a los nuevos esquemas para 
la prestación del servicio.”37 

 

Por otro lado, el mismo Plan  señala en relación al Municipio de Texcoco, lo 

siguiente: 

“Texcoco- Construcción del periférico del Municipio y sus 
entronques con la autopista Peñón-Texcoco y la carretera 
calpulalpan. 

Promover la construcción de una central camionera. 

…”38 

En concordancia con el referido Plan, el Programa de Desarrollo Regional- 

Macro Región III Oriente, Región XI, Texcoco 2006-2011, señala al respecto en 

su número V; V.3; pilar II; Estrategia de Infraestructura y transporte: en su 

número 18, objetivo y línea de acción y 19 de igual forma lo siguiente: 

 
                                                            
37 Plan de Desarrollo del Estado de México, 2005-2011. (Disponible en Línea), 
http://web.edomexico.gob.mx/portal/page/portal/COPLADEM_GP/elementos/plan_desarro
llo.pdf 27 de Noviembre de 2007, 6:35 p. m. 

38 Ibídem, Pág. 199.  
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“18 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 19 

…para lograr 
que la región  
se perfile 
competitiva y 
atractiva a la 
inversión. 

 

 

 

 

 

 

 

 

Articulación 
…transporte 
masivo férreo y 
de autobuses-
rápidos. 

 .Consolidar el 
sistema de 
infraestructura vial 
intraurbana. 

 

-Ampliar a 4 carriles  
del tramo Texcoco-
Calpulalpan. 

 

 

 -Circuito exterior 
Mexiquense en su 
etapa, Jorobas-
Huhuetoca-Peñón-
Texcoco. 

 

 .Desarrollo de un 
sistema de transporte 
masivo en la región. 

 

 -… 

 .Consolidar la 
reestructuración del 
transporte público de 
mediana  

capacidad.”39 

 

                                                            
39  Programa de Desarrollo Regional- Región XI, Texcoco 2006-2011, (disponible en línea),  
http://transparencia. edomex.gob.mx/copladem/informacion/sectoriales/M%20III%20-
%20R%20XI%20Texcoco.pdf  27 de Noviembre de 2007, 6:45 p. m. 
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De lo anterior, puede verse claramente la proyección urbana que se contempla 

y que hoy día se materializa en la Región  XI , Texcoco, por ende, a todas luces 

tanto el Plan como el Programa señalados consideran al servicio público de 

transporte de pasajeros como punto medular del desarrollo económico de la 

entidad, además, cuando se refiere al transporte público de mediana y baja 

capacidad, se infiere que, son considerados como punto de conexión 

necesarios hacia el transporte masivo, siendo en aquellos donde se ubican el 

transporte colectivo y taxis. 

Empero, y desde esa perspectiva se termina por confirmar la viabilidad de las 

soluciones propuestas en esta investigación, obteniéndose así una 

consolidación del servicio público de transporte de pasajeros como punto 

esencial de desarrollo económico de la Región y la entidad federativa apuntada, 

puesto que a futuro la demanda tiende a superar la oferta.  
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CONCLUSIONES 

 

PRIMERA. El acto administrativo, en lato sensu es una institución fundamental 

del Estado Mexicano para la administración pública llámese Federal o Local, el 

cual posee varias características siendo una de ellas, sin restarles importancia a 

las demás, la ejecutividad la cual es trascendental para el cumplimiento del 

mismo acto administrativo, pues es a través de este que la administración 

pública establece sus relaciones para con los particulares, con ella misma y con 

otros órganos del Estado determinadas por la ley. 

 

SEGUNDA.- El acuerdo contiene la naturaleza de los actos administrativos, es 

decir las características de decisión y disposición, pero, a su vez dichos 

acuerdos pueden ser en un sentido estricto, o sea,  produce solamente efectos 

internos para la administración, y por otro lado pueden ser en un sentido amplio, 

es decir, producen efectos – internos y externos- tanto para la administración 

pública como para los particulares a los que se dirige en virtud de poseer 

materialmente el carácter general y abstracto de las leyes.  

 

TERCERA. Casi la totalidad de las relaciones entre el Estado y los individuos 

se dan a través de la administración pública, es por ello, que es de vital 

importancia conocer por lo menos de manera general la diferencia que existe 

entre el silencio administrativo el cuales más un medio de defensa que una 

presunción de la Ley al acto administrativo tal y como lo hace en la negativa 

ficta y afirmativa ficta, es decir, en sentido desfavorable o favorable a los 

intereses del particular. 
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CUARTA. La administración pública, utiliza la figura de la concesión, siendo 

ésta, un acto administrativo por el cual concede la explotación o uso de un bien 

o servicio público a favor de un particular y, para satisfacer el interés público 

estando implícitos dentro de los servicios público el relativo al transporte de 

bienes o personas, siendo éste un punto vital para el impulso y desarrollo de la 

economía de cualquier nación. 

 

QUINTA.- Al servicio público y al régimen de las concesiones se vinculan varios 

factores como son la económica, la libertad individual, la rectoría del Estado y el 

interés general. Dentro de esta generalidad se encuentra el servicio público de 

transporte, de igual forma la competencia que existe sobre este servicio en los 

tres niveles de gobierno, así queda establecido en el pacto federal y en la ley 

fundamental del Estado de México. 

 

SEXTA.- El servicio público de transporte y en específico el de pasajeros en su 

modalidad de colectivo y autos de alquiler (taxis), así como las autoridades de 

este ámbito en el Estado de México, son contemplados por diferentes 

disposiciones legales, el cual es prestado y autorizado a través de la figura de la 

concesión, pero, al alentar la transformación a sociedad mercantil poco a poco 

se le ira restando importancia a dicha figura, pues tiende a ser sustituida por la 

figura de la acción (mercantil). Es clara la influencia de la globalización, que hoy 

en día existe dentro de nuestra legislación, esto es inevitable, por ello, no pasa 

desapercibido el importantísimo papel que juega la autoridad administrativa 

correspondiente a esta materia, es decir, debe extirparse toda corrupción que 

exista dentro de ella, a fin de que la ley no quede sometida al servicio del poder 

económico.  

 



75 
 

SEPTIMA.- Que el Servicio Público de Transporte en el Estado de México, se 

encuentra dentro de los bienes y servicios que demanda la sociedad, por 

consiguiente con la posibilidad en que los sujetos involucrados (agentes 

económicos) realicen prácticas monopólicas, por ende, dichos sujetos quedan 

sometidos a la ley de la materia que sanciona dichas prácticas monopólicas. 

 

OCTAVA.- Se comprueba que  la administración pública de 1999-2005, del 

Estado de México visualizo al servicio público de transporte como un eje para el 

impulso económico de la entidad, en razón de que dicho servicio se presta por 

personas físicas, asociaciones civiles, sociedades cooperativas, dicha 

administración tomo la decisión imperativa sobre el transporte colectivo de 

constituirlo en sociedad mercantil. Además, es obligación de la Secretaría de 

Transporte como autoridad competente, registrar y reconocer a las 

asociaciones civiles que se constituyeron en sociedad mercantil mediante 

transformación o nueva creación para todos los efectos legales a que haya 

lugar. 

 

NOVENA.- Se concluye que  el acuerdo de 27 de mayo de 2003, publicado el 

día 28 del mismo mes y año en la Gaceta de Gobierno del Estado de México, 

es plenamente aplicable a las asociaciones civiles máxime que en la práctica el 

servicio público de transporte de pasajeros en su mayoría se ha venido 

prestando por éstas, y por excepción es inconstitucional con relación a las 

sociedades cooperativas. 

 

DECIMA.- Debe tomarse en cuenta, que el acuerdo publicado el 28 de mayo de 

2003, y relativos posteriores, tratan de evitar la competencia desleal, dar 

certeza jurídica a los concesionarios sobre los derechos que les fueron 

otorgados, además, de promover la constitución de sociedad mercantil en 
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alguna de sus especies, de aquellos concesionarios que no estén obligados y 

deseen hacerlo. Por otro lado, se demuestra que el mencionado acuerdo goza 

de plena ejecutividad, por ende, debe ser acatado tanto por los particulares 

como por la autoridad administrativa 

 

DECIMA PRIMERA.- Se demuestra que la autoridad administrativa esta 

obligada a hacer lo que expresamente le señala la ley y,  por supuesto el 

acuerdo publicado el 28 de mayo de 2003, por ende, no puede ésta efectuar 

alguna acción u omisión de las disposiciones a que esta sujeta; y en caso de 

advertir un conflicto interno dentro de una asociación civil entre sus asociados 

de donde se desprenda un conflicto jurisdiccional, no puede por ningún motivo 

dejar de cumplir con lo que esta obligada administrativamente a favor de 

cualquiera de las partes en conflicto, máxime si no existe resolución 

jurisdiccional o de autoridad administrativa competente que le ordene lo 

contrario.  

 

DECIMA SEGUNDA.- Se comprueba que, el acuerdo de 27 de mayo de 2003, 

publicado el 28 del mismo mes y año, originó principalmente el conflicto interno 

dentro de la asociación civil “Dos neuronas de transporte” que se trae a la luz 

en el presente trabajo; que nunca previo que el grupo minoritario de la referida 

asociación civil se constituyese en sociedad mercantil y, el mayoritario se 

resistiese a hacerlo. Empero, constituyéndose administrativamente el Derecho a 

favor del grupo minoritario y de la empresa que constituyeron “Destino del 

transporte”, independientemente de la existencia del conflicto jurisdiccional, de 

que sea cumplido el programa de reordenamiento tan conocido, así como el 

que se les reconozca y registre por la Secretaría de Transporte, en razón de 

que han cumplido con los requisitos esenciales del mismo.  
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DECIMA TERCERA.- Por ende, la autoridad de transporte debe facilitar todos 

los elementos y medios necesarios a la referida empresa, así como darle cause 

a todos los trámites administrativos a que haya lugar en beneficio de la misma, 

pues aparte de que no tiene fundamento, razón o motivo legal o lógico para no 

hacerlo, también tiene el deber jurídico de velar por la sana competencia y por 

supuesto por el servicio público de transporte de pasajeros, ya que de lo 

contrario discriminaría al grupo que forma la empresa Destino del Transporte 

privándolo de posibles beneficios futuros en esta materia, alentando la 

competencia ruinosa, y en  caso de que la asociación civil Dos Neuronas se 

transforme en empresa debe operar el mismo beneficio para la empresa 

Destino del Transporte.  

 

DECIMA CUARTA.- Por último, la autoridad de transporte debe de seguir 

alguna de las soluciones sugeridas en éste trabajo, puesto que, ha quedado 

demostrado potencial, real y jurídicamente la viabilidad de la aplicación de 

éstas. Además de que, por la visión urbana que se contempla en la actual 

administración pública del Estado de México, para la Región III oriente, Región 

XI, Texcoco, el servicio público de transporte de pasajeros de mediana 

(colectivo) y baja (taxi) capacidad, son puntos esenciales para la conexión con 

el transporte masivo, así como para su consolidación como uno de los ejes para 

el impulso del desarrollo económico de la entidad, cuestión a la que la Sociedad 

Anónima “Destino del Transporte” se suma. 
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